
CAPÍTULO 7 

Conflicto armado y procesos de paz 
en el suroriente colombiano y sus fronteras 





Presentación 

Las enormes regiones naturales de la Orinoquia y la Amazonia representan algo así 
como el 57% de la superficie terrestre del país y el 4.1 % de la población total. Los 
asentamientos humanos se concentran en las áreas aledañas a la cordillera de los 
Andes y, en menor medida, en centros urbanos fronterizos. La población indígena 
con su gran diversidad étnica y cultural responde por la ocupación histórica y 
ambientalmente amable del conjunto de estos territorios y en departamentos como 
Guainía y Vaupés son mayoría frente a los pobladores más recientes. Las fronteras 
internacionales de Colombia con Venezuela, Brasil, Perú y Ecuador tienen una ex­
tensión de unos 5.600 kilómetros, de los cuales aproximadamente 4.500 kilóme­
tros corresponden a las regiones comunes de la Orinoquia y la Amazonia. 

El seminario internacional Dimensiones Territoriales de la Guerra y la Paz en Colombia 
destacó la importancia política, estratégica, económica, social, ambiental y de rela­
ciones internacionales de estas dos regiones en su condición de escenario central 
del conflicto armado y de drogas que enfrenta Colombia. Señaló también las expe­
riencias del largo y complejo proceso de conversaciones entre el gobierno de An­
drés Pastrana y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (Farc), el nuevo 
contrato social que instauró la guerrilla en la zona de distensión representada por 
44.000 kilómetros del territorio piedemontano de la Orinoquia y la Amazonia y la 
intensificación del conflicto armado a partir de la ruptura de los diálogos. 

Dicha importancia está relacionada, además, con factores más amplios y 
complejos centrales en la comprensión y resolución de estos fenómenos, como la 
globalización científica e informática ligada a la apertura de los mercados y al libre 
flujo del capital, de los bienes y los servicios, y al hegemonismo político y militar 
de los países desarrollados, en particular Estados Unidos y su novísima interpreta­
ción de la lucha contra el terrorismo cimentada en las guerras preventivas como la que 
adelanta actualmente contra Irak a contrapelo de los preceptos de convivencia y de 
resolución de conflictos de la Organización de las Naciones Unidas y de la opinión 
pública mundial. 

El papel relevante de la Orinoquia y la Amazonia colombianas está también 
ligado a la influencia del conflicto armado interno en los dos últimos decenios en 
las relaciones políticas y económicas bilaterales con los países fronterizos en parti­
cular, y con el conjunto de naciones latinoamericanas y con Estados Unidos en 
general. 

Para abordar temas y situaciones relacionados con los principales factores, 
que permiten entender e interpretar la dinámica de los conflictos señalados, las 
enmarañadas y complejas articulaciones de las políticas internas para enfrentarlos 
y resolverlos y las influencias y dependencias que todo ello tiene con las relaciones 
bilaterales y multilaterales de Colombia, invitamos a personas comprometidas de 
larga data con la investigación, el trabajo práctico en las regiones y la interpreta-
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ción de estos conflictos para que compartieran su experiencia y su sentir. El vene­
zolano Antonio de Lisio, el peruano Ricardo Soberón, Klaus Nyholm —represen­
tante de la Oficina para el Control de Drogas y la Prevención del Crimen de la 
Organización de las Naciones Unidas- y los colombianos Juan Manuel López Ca­
ballero, Héctor Moncayo y Roberto Ramírez respondieron con diligencia, pacien­
cia y sapiencia a este llamado. A este grupo de invitados se sumó el ciudadano 
francés radicado en Chile, Iban de Rementería, cuyo escrito se publica en el capí­
tulo 1 de este libro. 

Ricardo Soberón conduce por las fronteras internacionales de Colombia 
tras los pasos de los desplazados, unos de la violencia física y otros de la violencia 
económica y social de la cual hablara Juan Manuel López. En este viaje analiza los 
encuentros y desencuentros entre las sociedades, las autoridades civiles, las orga­
nizaciones humanitarias y las fuerzas armadas —legales e ilegales— presentes en las 
fronteras. Aborda en su análisis los apasionamientos y sesgos que tratan de asignar 
al conflicto interno en Colombia la responsabilidad de muchas situaciones de con­
flicto social y económico en el interior de los países y que ha conducido a trata­
mientos discriminatorios contra los nacionales de este país y a medidas restrictivas 
para la libre circulación de personas y bienes tales como el cierre nocturno de la 
frontera con Ecuador, la expulsión de colombianos de Panamá, la indefinición de 
la condición de refugiados a los desplazados hacia Venezuela, y aun el propósito de 
exigir visa a los colombianos en estos países. 

En cuanto a los movimientos estratégicos para la protección de las fronteras, 
sobresalen su creciente militarización y los acuerdos militares binacionales con 
Estados Unidos respaldados algunos de ellos en recursos financieros del Plan Co­
lombia. El Sistema de información satelital para la Amazonia (SIVAM) en el Brasil y 
la base aérea de Manta en Ecuador forman parte de esas estrategias. 

Soberón concluye su aproximación al conflicto colombiano en las fronteras 
y las formas como se aborda su manejo como "funcional y útil al proceso de 
consolidación de la hegemonía norteamericana expresada en la nueva Doctrina 
Bush (preponderancia absoluta y unilateral) en el mundo y a la readecuación del 
nuevo esquema de seguridad hemisférica en América Latina". 

Juan Manuel López sustenta una hipótesis central: el asunto de las ventajas 
de los actores del conflicto armado en Colombia no es quién controla el territorio, 
sino quién controla la población. Este comportamiento es claro en las estrategias y 
las tácticas de las guerrillas y los paramilitares. Mientras tanto, la preocupación del 
Estado no es derrotar a los actores ilegales sino protegerse y defenderse a sí mis­
mo; de esta manera pierde la iniciativa en la resolución del conflicto a la par que 
no logra abordar de forma plena las dos causas estructurales de la desigualdad y la 
pobreza: educación y empleo. 

El deterioro de las condiciones de existencia de la sociedad nacional asocia­
do al modelo de desarrollo y a la crisis de la economía, explican en última instan­
cia la magnitud del conflicto y las reducidas perspectivas de su resolución bajo las 
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estrategias aplicadas. Dice López que "Colombia es el más violento país del mundo 
en lo social", y sus factores de desigualdad en la calidad de vida y en la concentra­
ción de la riqueza son más altos que en los países más pobres del planeta. Por ello, 
la resolución del conflicto armado en Colombia pasa por profundos cambios en la 
concepción del Estado y en la correlación de fuerzas económicas y políticas que 
conduzcan a una sociedad más equitativa aunque signifique navegar contra la co­
rriente del modelo de desarrollo dominante. 

Antonio de Lisio expone un grave caso de conflicto étnico, cultural, econó­
mico, político y ambiental en las fronteras; la frontera territorial y cultural de los 
indios yanomamis del extremo oriental venezolano asentados en la cuenca alta del 
rio Orinoco transgredida por la invasión de los garimpeiros o mineros del oro 
brasileños y los esfuerzos e inconsistencias de los gobiernos de Venezuela y Brasil 
para resolver el asunto. Este conflicto se enmarca en uno mayor: la invasión cultu­
ral e ideológica de las misiones católicas y de los grupos cristianos de las Nuevas 
Tribus. 

El estudio dibuja escenarios alternativos de manejo de los conflictos desde 
su resolución radical y que significa la expulsión de los invasores y una suerte de 
cierre de las fronteras territoriales y culturales hasta otro escenario también extre­
mo: no hacer nada y dibujar en términos sociales, culturales y ambientales sus 
consecuencias. La investigación opta por una propuesta realista que permita "tras­
cender las visiones conservacionistas y contaminacionistas parciales que permita 
redefinir el equilibrio de un sistema en el cual uno de los controles fundamentales, 
la etnia yanomami, está en un proceso de transformación en su relación con el 
medio natural y su cultura, debido a su interacción con otros agentes sociales". 

El documento de Roberto Ramírez permite ubicar históricamente los pro­
cesos de ocupación del territorio y la dinámica del conflicto armado en el 
piedemonte o subregión andino-amazónica correspondiente a los departamentos 
de Caquetá y Putumayo. 

Los periodos y las formas de colonización, en especial la campesina, tienen 
un relieve central en la estructuración económica y social del territorio amazónico, 
pero también en las características y dinámicas de los conflictos armados, tan an­
tiguos como la ocupación misma y más recientemente articulados con el fenóme­
no de drogas. Los cultivos ilícitos y los apreciables recursos monetarios derivados 
de su narcotráfico no sólo nutren la capacidad ofensiva y táctica de los grupos 
insurgentes —guerrilla y paramilitares-, sino que les permite establecer vínculos 
políticos y adherencias sociales considerables en la población campesina y urbana 
frente a un Estado con muy baja visibilidad en los colectivos sociales de estas 
regiones del suroriente colombiano. 

Klaus Nyholm destaca en su documento la importancia del desarrollo alterna­
tivo como estrategia para la reducción de la oferta de sustancias psicoactivas de ori­
gen vegetal —coca y amapola— y la contrasta con las políticas gubernamentales de 
erradicación forzosa a partir de las fumigaciones aéreas con herbicidas Químicos. 
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El desarrollo alternativo parte de la integralidad y la sostenibilidad de sus 
componentes económicos con aspectos sociales, políticos y ambientales respalda­
dos en la activa y democrática participación de las comunidades a las que están 
dirigidos los programas. La erradicación forzosa confronta al Estado y a la sociedad 
en las áreas de conflicto. 

Benjamín Jacanamijoy miembro de la intelectualidad indígena la que ha permiti­
do a estas culturas ganar crecientes espacios de interlocución y negociación frente 
al Estado y a los distintos actores con poder, hace un sereno análisis sobre las 
alternativas y oportunidades de los pueblos indígenas colombianos en general, y 
amazónicos en particular, para enfrentar los problemas de la guerra y las perspec­
tivas de la paz en los territorios indígenas afectados por los conflictos armado y de 
drogas, además de la cruenta lucha por el control territorial. 

Hace en primera instancia un llamado a recuperar las culturas propias y las 
formas ancestrales de autoridad y de organización social, económica y territorial 
de los pueblos indígenas para que, aprendiendo de los propios errores puedan 
enfrentar con éxito los embates de los invasores de sus territorios y sus costum­
bres. Reconoce también que bajo las circunstancias prevalecientes de globalización 
y apertura no pueden los pueblos indignas abordar solos estas amenazas y subraya 
la necesidad de desarrollar estrategias de supervivencia cultural buscando alianzas interétnicas e 
interculturales que los ayuden a perpetuarse hacia el futuro. 

Esta interculturalidad se fundamenta en la recuperación y reconocimiento 
de los saberes ancestrales en cabeza de los sabios ancianos de cada cultura en la 
interacción con sectores sociales y culturales externos comprometidos en tareas 
comunes de promoción de la convivencia ciudadana y de aclimatación de la paz en 
los territorios indígenas y en el país. 

Fernando Franco 
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LAS FRONTERAS DE COLOMBIA CON LOS PAÍSES ANDINO-

AMAZÓNICOS. ENTRE FALSOS PREJUICIOS 

Y OSCUROS INTERESES 

R i c a r d o S o b e r ó n Garr ido* 

Quiero empezar haciendo alguna diferenciación entre los conceptos de área de fron­
tera y línea de frontera. La primera da cuenta de espacio específico, volumen sin consi­
deración de su pertenencia a uno u otro país, mientras que la segunda se limita a 
lo jurídico y normativo (demarcación, límite, separación) como resultado de de­
terminados acuerdos o tratados de delimitación y fijación de límites1, entre dos 
estados soberanos. Una es convergente, la otra separa, diferencia en función a las 
soberanías estatales. Hay que resaltar, en este sentido, el manejo que hace el histo­
riador norteamericano Frederick Jackson Turner de las fronteras y de la historia 
fronteriza en Estados Unidos (The Frontier in American History, 1920), cuando analiza 
que la frontera del traficante americano, "es fluida, ágil, dinámica: verdadero agente 
de desarrollo y crecimiento". 

En esta presentación relacionada con los aspectos territoriales del conflicto 
y de la paz en Colombia, manejaremos ambos conceptos, pero optaremos defini­
tivamente por el primero como aquel que mejor explica las dinámicas propias a 
estas zonas. Vamos a realizar nueve constataciones que vienen al caso de la situa­
ción en Colombia, al momento de hacer un análisis de la situación provocada por 

'Abogado peruano, M.A. en Relaciones Internacionales y Estudios de Seguridad del 
Departamento de Estudios por la Paz, Universidad de Bradford, Inglaterra. Analista 
internacional en asuntos de Seguridad, Amazonia y Políticas sobre Drogas. Actual­
mente, es coordinador del Programa de Fronteras de la Consejería de Proyectos -
PCS, Colombia. 

1 Los tratados que definieron la frontera entre Colombia y sus vecinos fueron los 
siguientes: con Venezuela, Laudo Arbitral pronunciado por el Gobierno del Rey de 
España del 16 de marzo de 1891. Luego vendría el Tratado de Demarcación de Fron­
teras y Navegación de los ríos comunes del 5 de abril de 1941. Con Brasil, tratados 
del 24 de abril de 1907 y del 15 de noviembre de 1928; con Perú, tratado del 24 de 
marzo de 1922; con Ecuador, tratado del 15 de julio de 1916 y con Panamá, tratado 
Aal l ñ Ao KTACt^ Ao i Q1A 
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factores tanto internos como externos, que dan cuenta de la dinámica de los aconteci­
mientos recientes en el plano interno como externo. 

Entre los primeros, la creciente agudización del conflicto armado, la ruptu­
ra de las conversaciones de paz (febrero 2002), el advenimiento del nuevo gobier­
no (agosto 2002), la adopción de nuevas medidas de seguridad y de ñnanciamiento 
para las acciones de seguridad. Entre los factores externos, el mantenimiento e 
incremento de la guerra mundial contra el terror (noviembre 2001), la manifiesta 
hegemonía norteamericana expresada en su absoluta asimetría, unilateralidad y 
arbitrariedad frente al derecho internacional, así como los intentos de configura­
ción de un nuevo esquema de seguridad hemisférico y mundial. 

Un elemento ineludible en cualquiera de los escenarios existentes es el tema 
del control del territorio, sea a través de la eliminación fisica o el desplazamiento 
a la fuerza de la población. Como lo señala Rangel, "además del apoyo popular, el 
medio ambiente físico tiene un gran significado en un conflicto insurgente. Para 
empezar, el entorno influye en forma determinante en la selección de la estrategia 
guerrillera"2. La ocupación de las zonas de frontera por parte de los Estados nacio­
nales es un fenómeno que ha seguido el desarrollo de los nuevos países, con el 
apoyo de la Iglesia y de los ejércitos nacionales: explotación económica, consoli­
dación de frontera territorial, defensa de soberanía estatal, delimitación de nuevas 
zonas de influencia ideológica. 

La presencia e interrelación de una combinación de prejuicios e intereses de 
parte de los diversos actores que confluyen en las zonas de frontera en los diversos 
escenarios andino- amazónicos contribuyen decididamente a configurar la actual 
situación por la inestabilidad, volatilidad y turbulencia que se vive en la región. 

i . L A SEGURIDAD SOBRE EL ORDEN PÚBLICO. U N MISMO FIN 

Con la finalización de la Guerra Fría, empezaron a darse profundos cambios con­
ceptuales en el tema de la seguridad internacional y nacional, asemejándola -cada 
vez más— al control del orden público interno. La definición de las nuevas amena­
zas no tradicionales (tráficos, terror, criminalidad organizada), ayudaron a este proce­
so de cambio. El 11 de septiembre consolidó esos cambios. Esto ha tenido repercu­
sión en la región y en la visión de fronteras. Una primera evidencia es que las dos 
agendas se están concentrando en las zonas de frontera a ambos lados, pero con 
una predominancia de la seguridad en su sentido más militar. Ello provoca reac­
ciones de los países andinos en el esquema militar fronterizo, en desmedro de 
otras acciones como son las de desarrollo o lucha contra la pobreza. Con mayor 
razón, con el incremento de las acciones norteamericanas contra el terrorismo, la 

2 Alfredo Rangel, Guerra insurgente. Conflicto en Malasia, Perú, Filipinas, £1 Salvador y Colombia, 
2001, p. 37. Germán Márquez, "Medio ambiente y violencia en Colombia. Una 
hipótesis". En: Análisis Político, Número 48 de 2001. 
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financiación se dirige precisamente a solventar ese tipo de respuestas. El incre­
mento de los temores nacionales sobre las potenciales consecuencias del desborde 
del conflicto armado, es una consecuencia. Incluso la aceptación entre algunos 
organismos de seguridad de los países vecinos de la tesis de aceptar mejor convi­
vencia con los actores armados en las fronteras, antes que un enfrentamiento di­
recto. Reacciones contemplativas en ese sentido se han tomado por parte de algu­
nos organismos en Panamá (Alto Tuira y Obaldía), en Venezuela (Río de Oro), en 
Ecuador (Sucumbíos) y en Brasil donde Oppenheimer menciona que la tímida 
posición de Brasil, frente al tema se debe, precisamente, al temor de un desborde 
militar del conflicto hacia su territorio. 

Las fronteras son lugares privilegiados para la comisión de actos delictivos, 
precisamente por las posibilidades de salida al exterior, de escapar de la justicia y el 
juego con precios internacionales e intereses diferenciados. No solamente los tráficos 
de drogas3, personas4, bienes y servicios (prostitución), sino también de capita­
les, ideologías. A guisa de ejemplo, las incautaciones de heroína por parte de Ecua­
dor (234 kg), en septiembre de 2002, corresponden al 92% de todas las incauta­
ciones de 2001. 

A pesar del franco deterioro de las condiciones de orden público en las 
poblaciones de frontera, la adopción de medidas en el plano estrictamente policial 
se ha visto sometida por las decisiones en el campo de la defensa: creación de 
teatros de operaciones en Venezuela, la posibilidad de la ampliación de la Base de 
Manta en Ecuador para operaciones antiguerrilla, la puesta en funcionamiento del 
Sivam (Sistema de Vigilancia Amazónica) en Brasil, la creciente militarización en 
zonas históricamente marginadas de las metrópolis nacionales. Las primeras vícti­
mas de esta situación han sido las comunidades campesinas, indígenas o colonas 
que viven a ambos lados de la frontera. 

2 . INCREMENTO DE REACCIONES XENÓFOBAS HACIA COLOMBIA 

En un marco mundial de creciente discriminación en el norte hacia las poblacio­
nes inmigrantes provenientes de América Latina, encontramos que se vienen pro­
duciendo una serie de manifestaciones en contra de poblaciones colombianas, 
como si éstas fueran las responsables de la situación que se viven dentro de los 
países. No es la primera oleada xenófoba. En los años ochenta, durante las guerras 
del Estado contra los carteles de Cali y Medellín, se produjo reacción similar (1988-
1993). 

En escenarios geográficos de permanente intercambio cultural, social y eco­
nómico, en lugares de frontera como Jaqué Jurado (Panamá) o San Cristóbal y San 

3 Según la ONU, el narcotráfico moviliza US$400.000 millones anuales. 

4 Según la Organización Internacional de Migraciones (OIM), el tráfico de personas 

representa entre US$7.000 y US$ 10.000 millones anuales. 
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Antonio (Venezuela), hemos vislumbrado en los últimos meses el aumento de 
situaciones de estigmatización que caen en la xenofobia, dirigida contra las pobla­
ciones de colombianos. Debemos entender también los resultados del aumento de 
la asistencia humanitaria a los solicitantes de refugio o a los que escapan de la 
violencia, frente a poblaciones indígenas, campesinas abandonadas por sus respec­
tivos Estados. Se presenta una situación de competencia por recursos naturales 
escasos, por espacios, presupuestos locales, entre población expulsada y población 
receptora. La adopción de visas, como es el caso de Costa Rica o su discusión en 
Panamá, la adopción de medidas administrativas (migratorias) de carácter restric­
tivo5 , la responsabilidad atribuida por el aumento de la criminalidad frente al 
incremento de población de origen colombiano, o el papel que desempeña la 
prensa local frente al tema, son características en todas las zonas de frontera. 

3 . POSIBILIDADES REALES DEL DESBORDE 

Si hacemos una comparación de los límites territoriales nacionales, con la real 
situación del conflicto armado colombiano, es evidente que desde al menos 1998, 
observamos una serie de resultados específicos sobre los territorios de otros Esta­
dos. Esta situación es, de algún modo, aprovechada por las comunidades de inteli­
gencia nacionales que ven el conflicto como una amenaza regional. De la misma 
participan algunos analistas, como Marcella y Schulz, quienes señalan: "La debili­
dad de Colombia como estado-nación amenaza el orden internacional en la región 
y el bienestar de un cierto número de países. Su agitación se desborda hacia Vene­
zuela, Panamá, Ecuador, Brasil, el Caribe, América Central y México"6. El incre­
mento de las acciones violentas de los grupos armados, del secuestro, del 
narcotráfico, del contrabando, los diversos impactos humanitarios, las acciones de 
fumigación aérea, se presentan en un cordón de hasta 40 kilómetros en los territo­
rios de Panamá, Venezuela, Ecuador, y en menor intensidad en el caso de Brasil y 
Perú, debido a las complejidades geográficas. En estos últimos, se mencionan pre­
sencias más discontinuas y menos relacionadas al devenir del conflicto. Incluso, 
podemos hablar de diversas intensidades de la presencia de los actores armados, 
particularmente en el caso de la guerrilla colombiana en suelo venezolano, donde 
las manifestaciones del gobierno del presidente Chávez han ocasionado más de 
una elucubración al respecto. 

Es más, si damos una mirada cartográfica —no en la división política sino de 
acuerdo con los diversos ecosistemas que se encuentran distribuidos a lo largo del 

5 Retenes, censos a colombianos, cierres de pasos, solicitud de pasaportes, montos 
mínimos de dinero. 

6 Gabriel Marcella, Donald Schulz, "Las tres guerras de Colombia. Estrategia de Esta­
dos Unidos en la encrucijada". En: Análisis Político Revista 34, Marzo-agosto 1998, p. 
42. 
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noroccidente de América del Sur-, observaremos una situación diferente: por ejem­
plo, el Chocó biogeográfico que se extiende desde el norte del Ecuador hasta Pana­
má, la cordillera andina, que viene desde Perú, o la propia cuenca amazónica que 
se extiende desde Caquetá, Putumayo (Colombia), Sucumbíos Amazonas (Ecua­
dor), Loreto y Ucayali (Perú), y los estados de Para, Acre y Rondonia en Brasil, 
observaremos que hace rato las consecuencias del conflicto se extendieron a estas 
regiones diferenciadas. 

¿Esto nos puede hacer pensar en que el conflicto colombiano se puede 
desbordar hasta convertirse en un conflicto de carácter regional? 

Sinceramente, creemos que no están dadas las circunstancias para que los actores 
armados en Colombia pretendan expandir el conflicto armado y sus respuestas, al 
punto de provocar una guerra de carácter regional. Primero, en el marco de la 
guerra contra el terror, ya están con mala imagen regional (Grupo de Río, CAN, 
cumbres andinas), hemisférica (convenciones de la OEA contra el terrorismo) y mun­
dial (decisiones de la UE declarando a las Farc como grupo terrorista). Estados 
Unidos, la actual potencia predominante, considera el juzgamiento de mandos de 
las Farc vinculados a las drogas o asesinatos de ciudadanos norteamericanos. 

Segundo, no creemos que la actitud de los países vecinos sea la de actuar 
frente a hechos que pertenecen a la esfera doméstica. El principio de no interven­
ción, la no injerencia, han conducido históricamente la política exterior de los 
países andinos, y seguirán predominando en el manejo de la situación colombia­
na. Por otro lado, el territorio extranjero adyacente a las fronteras ya tiene un valor 
estratégico para la guerrilla como espacios de resguardo, de descanso, de recluta­
miento y el manejo de rutas ilegales para aprovisionamiento y para el manejo de 
las drogas. No es conveniente desde el punto de vista estratégico producir una 
escalada militar mayor en sus zonas de retaguardia. Obviamente, esto no resta las 
posibilidades de contactos específicos con otros grupos irregulares como el que se 
tiene con grupos en Venezuela o en menor medida en Perú, pero están lejos de 
conformar espacios de guerra popular de carácter regional. 

Estamos evidentemente ante una situación en que pasamos de los inciden­
tes específicos en el tiempo, al incremento y la recurrencia de los hechos prove­
nientes del conflicto que se producen al otro lado de la frontera (patrones de 
comportamiento), incluyendo la posibilidad de la "persecución en caliente", por 
parte de las fuerzas armadas venezolanas o del simple rechazo, como es el caso 
ecuatoriano. Del mismo modo, queda demostrado que es el circuito de la produc­
ción, elaboración y tráfico de drogas el que se moviliza alrededor de los territorios 
nacionales dependiendo de la incidencia de la interdicción regional. Pero en defi­
nitiva, no creemos que la creciente agudización interna se tenga que ver reflejada 
necesariamente en un incremento de las acciones militares sostenidas fuera del 
país. 
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4 . L A S FRONTERAS COMO ESPACIOS DE CONVERGENCIA SOCIAL 

Y DD7ERGENCIA INSTITUCIONAL 

Aunque la delimitación de las fronteras en América del Sur —y particularmente en 
la región andino-amazónica— es un proceso inacabado, artificial, que se pretendió 
terminar a finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX, tenemos que durante 
este tiempo, los Estados nacionales de cada uno de nuestros países han mantenido 
la visión de las fronteras como espacios de separación, antes que de convergencia. A 
pesar de los esfuerzos realizados en el marco de la Comunidad Andina de Naciones 
(CAN) y otros espacios políticos (Parlamentos Andinos y Amazónico, Tratado de 
Cooperación Amazónica) por lograr la integración física, económica y política, 
poco es lo que se ha hecho. Anotamos la prevalencia de una situación de pobreza, 
exclusión y marginación que trasciende lo meramente geográfico, respecto a las 
metrópolis nacionales: 96% de pobreza y 70% de indigencia en Sucumbíos y en 
Ñapo ecuatoriano7. Situación de aprovechamiento indiscriminado de recursos 
naturales, sin ninguna o escasa retribución a las regiones donde se extrae el recur­
so: Darién, Urabá, Arauca, Sucumbíos, Putumayo para señalar algunos ejemplos. 
"La misma evolución histórica de los diferentes países ha hecho que la Amazonia, 
como cuenca o como bosque tropical, sea considerada como un área periférica de 
cada uno de ellos"8. 

Por fuera de esta aseveración, sin embargo, encontramos una enorme ri­
queza de intercambios en las poblaciones locales, sus autoridades, sus instancias y 
espacios sociales a ambos lados. Lo que no han podido lograr los estados, las can­
cillerías, lo han logrado, por su propia necesidad, las poblaciones e instituciones 
locales. Es un ejemplo de los respectivos ejes Jurado-Jaqué (Panamá), Cúcuta-San 
Cristóbal (Venezuela), Leticia-Santa Rosa-Tabatinga (Brasil y Perú), Ipiales-Tulcán 
(Ecuador). Evidentemente, esto despierta una serie de dudas y temores al nivel de 
la diplomacia y los centros de decisión, por la falta de manejo de los procesos que 
se viven en las zonas de frontera. Es que debemos anotar que las fronteras son 
líneas de continuidades y discontinuidades. 

Ante la ausencia de políticas claras en materia de frontera en los centros de 
decisión, encontramos, además de un fuerte componente histórico de 
interrelaciones demográficas, espacios económicos, sociales y culturales muy di­
námicos, en los que el contrabando, para citar sólo un ejemplo, tiene otra percep­
ción que la que se tiene en los corredores de los palacios de Justicia y en las 
estaciones de Policía. En el caso de las poblaciones indígenas, emberas waunaon y 

7 Oswaldo larrin, "Seguridad cooperativa para enfrentar el conflicto sub-regional". 
En: Revista Comentario Internacional, primer semestre 2001, Centro Andino de Estudios 
Internacionales, Quito, Ecuador. 

8 "Amazonia sin mitos", Comisión Amazónica de Desarrollo y Medio Ambiente", 
BID, PNUD.TCA, 1994, p. 73. 
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afrodescendientes en (Colombia /Panamá); motilones, yupkas y barís (Colom­
bia/Venezuela); cofanes, shuares (Ecuador/Colombia); desarios, cúbeos o tucanos 
(Colombia/Brasil); tikunas, cocamas, yaguas (Colombia/Perú), es otro factor es­
pecífico que trasciende a las fronteras. 

Otra realidad es la que se vive en las zonas de frontera entre las instancias 
propias de los Estados nacionales ante su falta de articulación. La preeminencia de 
la parte militar/policial, la falta de cooperación a nivel fronterizo, la discontinui­
dad en los esfuerzos realizados, son características en el plano institucional. La 
ausencia de coherencia en el plano de las cancillerías es otro de los aspectos que le 
quitan movilidad y dinámica a sus acciones en los planos regionales y fronterizos, 
particularmente en el nivel local. 

5 . REDUCCIÓN DE LOS ESPACIOS HUMANITARIOS EN LOS A N D E S 

Los países vecinos a Colombia han suscrito las obligaciones relacionadas con Dere­
cho Internacional de los Derechos Humanos (DDHH), el Derecho Internacional 
del Refugio (DIR) y el Derecho Internacional Humanitario (DIH), de manera dife­
renciada. Por ejemplo, Panamá no ha suscrito la Convención de Refugio de 1951 y 
Venezuela sólo ha suscrito el Protocolo de 1967. De alguna manera, todos han 
cumplido con incorporarlos formalmente en su ordenamiento jurídico interno; 
sin embargo, al verse ante la circunstancia concreta de los efectos colaterales y los 
primeros desbordes del conflicto armado, las respuestas han sido diferenciadas y 
ameritan políticas de incidencia también claramente diferenciadas. Al menos en 
tres de los países vecinos encontramos una gran diferencia entre el discurso y la 
práctica en las fronteras. 

Primero Ecuador, que suscribió una ley específica, estableció las instancias 
gubernamentales y procedió a cumplir con las obligaciones que le exige el dere­
cho internacional. Hasta mediados de 2002, Ecuador ha venido soportando de 
manera ejemplar el peso político y económico que le representa el tema, más allá 
de la presencia de 350.000 ciudadanos colombianos en el país. Sin embargo, en 
los últimos meses y semanas hemos visto con preocupación las respuestas drásti­
cas adoptadas por el gobierno de Ecuador ante el éxodo creciente de colombianos 
a través de los ejes San Lorenzo-Esmeraldas, Ipiales-Tulcán y Putumayo-Sucumbíos. 
El reciente cierre del Puente de Rumichaca, la implantación de mayores controles 
policiales en las vías terrestres —curiosamente a pedido de las autoridades provin­
ciales, y no de las nacionales—, son las más recientes medidas que reducen el espa­
cio de acción humanitaria. 

Luego tenemos el caso de Panamá, que estableció el Decreto 23 atendiendo 
a sus obligaciones después de una infausta experiencia con las repatriaciones por 
las salidas de 1996y 1997. Lamentablemente, después de la dación y el estableci­
miento de las instancias administrativas necesarias, Panamá ha venido incumpliendo 
sus obligaciones en cuanto a la protección a la población colombiana solicitante 
de refugio: deportaciones, expulsiones, violaciones a derechos fundamentales, 
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confinamiento de la población solicitante, no concesión de un trámite oportuno 
para el reconocimiento del estatuto de refugiado son solamente algunas muestras. 
En la actualidad, existen dos bandas territoriales por las que, en la primera (10 km 
desde la línea de frontera en el Darién) existe una tierra de nadie en donde la 
guerrilla y las AUC se hacen presentes sin intermediación de la Guardia Nacional. 
En la segunda banda (30 km), existe un espacio de desprotección y donde la 
población refugiada o solicitante (Jaqué Alto Tuira y Puerto Obaldía) no puede 
movilizarse, trabajar y gozar un conjunto de derechos fundamentales. 

El caso de Venezuela es quizás el peor de todos ante la magnitud del proble­
ma del flujo histórico de población colombiana (hasta 1,8 millones de colombia­
nos residentes, permanentes o temporales) y la falta de respuesta del gobierno del 
presidente Chávez frente al tema humanitario y del refugio. Ello ha obligado a la 
instauración de un proceso de amparo (tutela) por el caso de 1.200 solicitantes de 
nacionalidad colombiana que no tienen un procedimiento administrativo ni una 
instancia estatal definidas (Comité de Elegibilidad) adonde acudir, a pesar de la 
reciente dación de la ley (2001). 

La degradación y agudización del conflicto armado se han venido reprodu­
ciendo en las zonas de frontera con la consiguiente agravación de la situación para 
las poblaciones locales y las de refugiados (agrupados eufemísticamente bajo los 
nombres de solicitantes, protegidos humanitarios, protegidos temporales), ade­
más de la prevalencia de las agendas de seguridad y resguardo del orden público, 
sobre las de cumplimiento de obligaciones internacionales. 

Por otro lado, debemos diferenciar el ámbito estrictamente migratorio rela­
cionado con la natural y creciente movilidad humana en el mundo, con el tema 
humanitario que refiere aspectos de protección. En cuanto al primero, vivimos 
una situación de permanente flujo de personas en nuestros países, del campo hacia 
las ciudades como resultado del propio proceso de urbanización. Pero también 
encontramos otro flujo mayor, y más reciente, proveniente de los países del sur 
pobre hacia los países del norte desarrollado, mayormente hacia Europa y Estados 
Unidos. A guisa de ejemplo, de los 40 millones de colombianos, 4 millones viven 
en el exterior (de éstos, 1,8 millones viven en Venezuela y 1 millón en los Estados 
Unidos). Dos de los 12 millones de ecuatorianos, 1,2, viven en el exterior, y sólo 
en España viven 350.000 (Madrid tiene 460.000 inmigrantes, la mitad de los 
cuales provienen de América Latina). Dos de los 26 millones de peruanos viven en 
el exterior. 

En el marco de esta situación de permanente movimiento demográfico in­
ternacional y regional tenemos el problema específico humanitario provocado por 
los conflictos armados en el mundo, y en el caso de América Latina, el conflicto 
armado en Colombia, acicateado por la guerra, los actores armados, la inacción 
del Estado y dudosas políticas públicas, como la fumigación química de cultivos 
de coca y amapola. Por ejemplo, surgen problemas conceptuales, tales como las 
consideraciones para la inclusión o exclusión del caso de los colombianos que cruzan 
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la frontera por motivos de violencia, dentro de los criterios clásicos europeístas del 
Derecho Internacional del Refugio. Otras consideraciones pasan por afirmar el 
carácter temporal y de frecuente invisibilización de los solicitantes de refugio, por cues­
tiones de su seguridad. Así, tenemos el rol precursor de la Declaración de Cartagena 
(1984) en la expansión de conceptos y criterios del Derecho Internacional del 
Refugio. Pero también nos enfrentamos a las limitaciones impuestas por las inter­
pretaciones de los propios vecinos: caso de Panamá (protegidos humanitarios) y 
Venezuela (desplazados temporales). 

6 . SITUACIONES DIFERENCIADAS EN CADA FRONTERA 

Si bien existen elementos comunes a las zonas de frontera, el conflicto armado 
influye de manera diferenciada sobre cada una de las fronteras, en un efecto hacia 
afuera del conflicto mismo y del enfrentamiento entre guerrilla, Estado y 
paramilitares. Del mismo modo, las implicaciones de la realidad de cada país influ­
yen de manera diferenciada sobre la situación del conflicto. Así por ejemplo, la 
situación venezolana (2.219 km) resulta la más problemática, no sólo por la ex­
tensión del territorio fronterizo, sino por las características de la presencia de los 
grupos armados más allá de los bordes. Las particularidades del proceso político 
de Hugo Chávez con posterioridad al 11 de abril y el continuo enfrentamiento 
entre las fuerzas pro gobierno y la oposición al mismo, le otorgan una compleji­
dad propia. Otros factores típicos del escenario venezolano, como la condición de 
ser el cuarto proveedor de petróleo de Estados Unidos, la particularidad de la 
relación bilateral, le otorgan caracteres singulares a esa situación fronteriza. 

En segundo lugar, tenemos la situación de Ecuador (640 km), país que ha 
afrontado con mayor severidad las diversas consecuencias del conflicto. Desde 1989, 
la Base Aérea de Manta (provincia de Manabí), ha sido escogida como una de las 
Forward Operational Locations (FOLS) por el Comando Sur norteamericano, en la nueva 
fase de la guerra contra las drogas y el proceso de re-militarización de América 
Latina, las que le otorgan una característica particular. Las provincias de Esmeral­
das, Carchi y Sucumbíos constituyen los tres ejes de la migración procedente de 
Colombia. 

Luego tenemos el caso panameño (280 km), agravado por la presencia es­
tratégica del canal de Panamá y la Enmienda Foncinni que permitiría el ingreso 
unilateral de tropas estadounidenses de verlo amenazado. Los grandes megaproyectos 
del Urabá colombiano relacionados con la explotación de la palma, la madera, el 
banano y la posibilidad de un segundo canal interoceánico por la cuenca del río 
Truandó le otorgan una particular importancia.También se distinguen tres ejes de 
migración económica o provocada por el conflicto: Jurado-Jaqué en el océano 
Pacífico, Salaquí-Truandó en el Alto Tuira en el Darién central y la zona de Puerto 
Obaldía en el Atlántico. 

Finalmente, los casos peruano (1.600 km) y brasileño (1.140 km). Cada 
una de las fronteras representa diversos casos de respuesta institucional de los 
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Estados, en donde la magnitud de respeto a los principios de no intervención y no 
injerencia en asuntos domésticos ha sido diferente. 

7. DESPLAZAMIENTO DEL CONFLICTO HACIA LAS FRONTERAS 

Desde 1995, aproximadamente 2,7 millones de personas han sido víctimas de 
desplazamiento. Solamente en el año 2000,317.375 personas y en 2001, 328.000 
personas han sido víctimas del desplazamiento forzado, aunque en su mayoría 
hacia ciudades grandes y medianas del país. ¿Cómo se expresa tal agudización en 
las zonas cercanas a las fronteras? Por el número de enfrentamientos, número de 
hechos que provocan el desplazamiento (la crisis del Catatumbo provocó hasta 
16.000 desplazados), número de muertes, masacres, violaciones masivas a los de­
rechos humanos e involucramiento de la población civil. 

De acuerdo con el seguimiento de lo que ocurre en los escenarios del Urabá, 
en el Catatumbo y en el Putumayo, observamos un desplazamiento gradual de las 
acciones armadas hacia las zonas de frontera, y ello no es una novedad porque 
implica la disputa del territorio, la disputa de ejes estratégicos a los que en este 
trabajo denominaremos los corredores estratégicos para el dominio del aprovisiona­
miento de droga, armas, municiones. El reinicio de las acciones de fumigación 
masiva en el departamento de Putumayo seguirá provocando acciones de éxodo 
de población campesina. No se debe confundir esta tendencia con un proceso de 
regionalización o de intemacionalización, que como hemos planteado en el punto 
3 de este trabajo, no creemos que se presente en el mediano plazo. 

8 . INJERENCIA DE POLÍTICAS PÚBLICAS EXTRANJERAS SOBRE LAS FRONTERAS 

Nos atrevemos a señalar que uno de los principales propulsores de las mira­
das regionales al conflicto armado en Colombia, son los Estados Unidos, primero 
por medio de la convergencia formal y política de la guerra contra las drogas y la 
guerra contra el terror; segundo, a través de los intentos de involucramiento del 
resto de países andinos, a través de la militarización de fronteras, el ingreso de las 
Fuerzas Armadas en la lucha antidrogas, el emplazamiento de los FOLS y otras 
instalaciones. En los años ochenta y noventa se discutía muchas veces la modalidad 
que adquiría la estrategia antinarcóticos de los Estados Unidos en Bolivia, Perú y 
Colombia (la denominada Estrategia Andina de Bush padre) que los críticos seña­
laban de carácter escondido. Hoy, en la administración de Bush hijo, es más trans­
parente y claro, son lo mismo y sirven para lo mismo: sentar la presencia política, 
militar y económica de los Estados Unidos en América Latina. 

En términos estrictos, la guerra contra las drogas es un fracaso absoluto para 
contener la producción de ilícitos y el desarrollo rural, para impedir el tráfico 
pequeño y grande, y para detener el consumo de drogas. En términos de salud 
pública, orden público y lucha contra la pobreza, la interdicción en los Andes es 
un fracaso absoluto. Dentro de los Estados Unidos lo reconocen la propia General 
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Accounting Office (GAO), ciertos comités del Congreso, los mismos medios. Pre­
cisamente, uno de los componentes, el Plan Colombia o la Iniciativa Regional 
Andina (IRA), se convierten en los propulsores de una "andinización", de una 
guerra destinada al error, a la confusión, al garrote sin sentido. Mientras tanto, el 
narcotráfico internacional ha pasado a etapas superiores de la tecnología9, de la 
globalización y de la concertación. 

Lo que queda por definir es ¿cuáles serán las consecuencias de la aplicación 
de la Doctrina Bush en los Andes amazónicos?, ¿qué exigencias?, ¿qué criterios?, 
¿qué presiones? Siguiendo la lógica asumida en Afganistán, Medio Oriente, pensa­
mos que estará signada por los siguientes elementos: 

i) El que no está conmigo está contra mí; 

ii) Asimilación de las drogas con el terror; y, 
iii) Búsqueda de coaliciones voluntarias o condicionadas, o si no, la reserva del acto 

unilateral de carácter preventivo. 

9 . DESENCUENTRO ENTRE POLÍTICA Y ECONOMÍA 

De esta manera, quiero finalizar señalando un conjunto de contradicciones que se 
ciernen sobre el desarrollo de las propuestas económicas de Estados Unidos sobre 
la región, que inciden sobre ella y que afectan definitivamente en la situación de 
las fronteras. En el punto 5 hemos señalado los desencuentros entre derecho y 
política. Pues ahora observemos otros desencuentros reales entre lo que pregona el 
Norte y lo que hace el Norte, en materia económica. Un aspecto por determinar 
son las consecuencias de la trilogía ALCA-TLC10-ATPAn y sus trampas inherentes 
como instrumentos de la política hegemónica de los Estados Unidos sobre Améri­
ca Latina. En realidad, nos enfrentamos a una propuesta de creación de un merca­
do continental12 capaz de absorber producción excedentaria norteamericana, an­
tes que a un tratado recíproco, entre economías con las mismas ventajas comparati­
vas. El ALCA pretende la prohibición de barreras aduaneras (por parte de nuestros 
países), mientras no dice nada de las medidas pararancelarias, frecuentemente uti­
lizadas por los Estados Unidos. Por otro lado, está llevando a un proceso serio de 
mercantilización de la naturaleza, como lo demuestran los casos de las patentes 

9 uso de técnicas depuradas de mercadeo más intimidación y violencia. Manejo de 
drogas naturales y sintéticas. Sistemas comerciales de alianzas temporales. Segmen­
tación de las organizaciones criminales. 

10 Sólo con Canadá y con México desde 1994, mientras que otros intentos no han 
sido debidamente diligenciados en Washington. 

1' Aplicables a Perú, Colombia, Bolivia y Ecuador como "socios" en la lucha antidrogas. 

12Treinta v cuatro oaises, 808 millones de Potenciales consumidores. 
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sobre la biodiversidad, así como procesos de privatización de servicios públicos 
vitales que afectan a las poblaciones marginadas. 

Por un lado, promueve el desarrollo rural de productos alternativos de la 
coca, mientras subsidia con aproximadamente US$ 190.000 millones a los agricul­
tores de su país, haciendo indefendible cualquier sustitución económica sosteni­
ble de la economía de la coca/cocaína. Por el otro, estamos descubriendo los 
condicionamientos del recientemente aprobado ATPA (preferencias arancelarias), 
como un instrumento mucho más perverso que la propia certificación antidrogas, 
pues su éxito dependerá de la gestión de los países andinos (interdicción, fumiga­
ción, extradición), para hacerse beneficiario de las exportaciones libres de im­
puestos. Además, serán los propios países beneficiarios los que tendrán que com­
petir entre sí y con otros productores (China en el caso de los textiles). 

Por el otro, plantea el ALCA como una modalidad de asociación comercial 
que pretende anexar economías absolutamente desiguales: una que representa el 
75% de la economía de América frente a economías con fragilidad comercial, 
financiera y monetaria. Así, otro factor que debemos considerar dentro del debate 
de fronteras entre el conflicto armado y lo humanitario son los procesos propios 
de la economía del libre mercado y el libre tránsito de bienes, servicios y personas. 
Asimismo, el debate sobre el ALCA, las normas de desregulación y apertura pro­
pias del CAN y del Mercosur y su implantación y consecuencias, en el marco de las 
economías andinas. Por un lado, debemos observar la tendencia de estos instru­
mentos y su papel como motor para la desintegración (¿destrucción?) de la capa­
cidad productiva de los pueblos y sociedades rurales de los Andes, y el consiguien­
te fin del Estado social como la institución encargada de velar por la prestación de 
servicios y el cumplimiento de los derechos económicos y sociales. Ante este pa­
norama, las sociedades de las fronteras ven en el contrabando, en los tráficos lega­
les e ilegales, una clara respuesta ante este nuevo paradigma de la globalización en 
los Andes. 

Las zonas de fronteras, por tratarse de territorios sometidos a un incesante 
intercambio comercial legal/ilegal, sufren las consecuencias negativas de los dis­
cursos económicos que se dan en la metrópoli, mientras que reciben pocos bene­
ficios de sus discursos integradores. Más allá de estos discursos formalmente 
integracionistas, observamos que prevalecen medidas unilaterales que aparte de 
constituir violaciones flagrantes del derecho comunitario andino13, afectan a las 
poblaciones locales (cierres de fronteras, devaluaciones de moneda, medidas de 
transporte, salvaguardas, entre otros). Las medidas proteccionistas adoptadas por 

13 Decisión 501 que establece el marco comunitario para creación de Zonas de Inte­
gración Fronteriza. 

Decisión S02 que contiene normas generales para establecimiento, funcionamiento 
y aplicación de controles integrada en Centros Binacionales de Atención Fronteriza. 
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los países andinos para defenderse frente a los cambios económicos regionales y 
las crisis financieras afectan principalmente a estas áreas de frontera. 

A MANERA DE CONCLUSIÓN 

El agravamiento de los impactos del conflicto interno en las cinco fronteras de 
Colombia es absolutamente funcional y útil al proceso de consolidación de la 
hegemonía norteamericana expresada en la nueva Doctrina Bush en el mundo 
(preponderancia absoluta y unilateral) y la readecuación del nuevo esquema de 
seguridad hemisférica en América Latina. 

La visión que se tiene desde las metrópolis nacionales y mundiales pretende 
homogeneizar, simplificar y uniformizar la situación de las áreas de frontera, sin 
considerar en su verdadera dimensión los reales impactos humanitarios, sociales, 
económicos y políticos del conflicto, así como los problemas estructurales de di­
chas zonas. Finalmente, quizás el único factor en común es la tendencia divergente 
entre las políticas de los estados nacionales y las dinámicas de los pueblos que 
comparten ese espacio. 
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PROYECTO DE PAZ: ESTUDIO 

J u a n M a n u e l López Caballero* 

T E S I S CENTRAL 

La sociedad civil más que el territorio es el escenario y objetivo del conflicto 
colombano. Sin orientación apropiada del manejo de la economía, no habrá paz. 

PREMISAS 

Un problema está solucionado en un 90% cuando está correctamente diagnostica­
do. Si no coincidimos en la visión del problema, es un diálogo de sordos. 

Para ello es necesario ponerse de acuerdo en: 
1) Descripción 
2) Interpretación 
3) Propuesta (no para solución sino para manejo de situaciones) 

i) Descripción 

Antecedentes 

Historia de la "guerra": 

Guerrilla partidista: La "Violencia" (Gobierno conservador vs. liberales). 
Guerrilla Guerra Fría: Estado capitalista vs. 'comunistas'. 
Guerrilla actual (¿alrededor del modelo?): Estado competitivo vs. ineficientes. 

No es la misma "guerra" 

El conflicto armado en Colombia no ha sido siempre la misma guerra. 
No tenemos 50 años de conflicto armado sino de conflictos armados. 
La continuidad es de las armas y de algunos protagonistas ("Tirofijo", Estado) 
pero no de las razones o alimentos del conflicto. 

Estadísticas del conflicto a rmado 

El conflicto armado se expresa en situaciones como las siguientes: 

escritor, anajiSLa y ensayista coiomoianu. 
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El conflicto armado interno y la expansión guerrillera 

El Colombiano Medellín, agosto 21 de 2001 

El CAÍ y la expansión guerrillera 
# de frentes 

Sí $ 

Un frente guerrillero = 120 insurgentes aproximadamente 

El conflicto armado interno y la infraestructura (1) 

L o s d i v i d e n d o s d e l a 

El Colombiano Medellín, agosto 21 de 2001 

El CAÍ y la infraestructura 
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petroleras y oleoductos 
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El conflicto armado interno y la infraestructura (2) 

d e la p a z 

El C o l o m b i a n o Medellín, agosto 21 de 2001 

El CAÍ y la infraestructura 

Número de torres de energía dinamitadas 
en atentados terroristas 

O 200 

Acciones de guerrilla contra población 

L o s d i v i d e n d o s d e 

El C o l o m b i a n o Medellín, agosto 21 de 2001 

Acciones de guerrilla contra población 
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Acciones de autodefensas contra población 

El C o l o m b i a n o Medellín, agosto 21 de 2001 

Acciones de autodefensas contra 
población 

1997 1998 1999 20( 

• Víctimas masacres ü Civiles asesinados 

Fuente: Comando General FFMM - Policía Nacional 

Así obtenemos por ejemplo para el cuadro de muertos causados por la guerra: 

Aumento de las muertes en combate 

Año y cantidad 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 

Muer tos en 
890 910 980 1.100 1.240 1.500 2.100 2.300 2.550 3.110 5.300 8.700 18.200 

combate 

Evolución de la guer ra 

Para medir el crecimiento de la intensidad de la guerra podemos tomar como base 
o índice = 1 las cifras correspondientes al año 1990 y sacar la proporción para los 
años subsiguientes. Esto se refleja en el siguiente gráfico: 
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Muertos en combate 

índice 1990 = 1 

15 

1.000 muertos 

Proyecto de paz: estudio 

í 
I I I 

1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 

o si tomamos los diferentes aspectos nos da el siguiente gráfico: 

Evolución de los diferentes aspectos del conflicto 

Evolución de la Guerra 

índice 1990 = J 

- Grupos Ilegales 

- No. de torres 

Oleoductos 

Costo Total 

- Empleos 

- Gasto Militar 

- Soldados Profesionales 

- Muertos 

Enfrentamientos 

Masacres 

1990 1991 1992 1993 *994 J995 !99° J997 >998 1999 200o 2001 2002 

Cada curva muestra la forma en que ha aumentado el respectivo rubro to­
mando para ello como base índice de 1990 = 1. Nótese que ningún indicador 
tiene más incidencia que el de muertes en combate, el cual consideramos el más 
expresivo en cuanto a la intensificación del conflicto. De esta base o índice de 
referencia se exceptuaron el número de torres voladas y el de enfrentamientos, 
para los cuales se partió de un índice de 0.2, de tal manera que su peso en el 
gráfico del conjunto de estos indicadores no tuviera una incidencia demasiado 
grande para lo que pudiera ser una ponderación de ellos. El resultado con esas 
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ponderaciones, lo que podemos llamar la curva de intensificación del conflicto, es 
el siguiente; 

Curva de la intensificación del conflicto 

Utilizando la misma metodología que el gobierno (DNP) podemos dividir en 
períodos de baja intensidad cuando hay menos de mil muertos en combate, y de 
alta intensidad cuando hay más de 1.000 muertos. 

Intensificación de la guerra 

1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 

2) Interpretación 

¿Cuál es el conflicto de hoy? 

Existe de una parte un contexto del cual se deduce tanto la motivación como la 
argumentación abstracta que explica el conflicto. Y de otra parte, el desarrollo y la 
evolución concretos que son el conflicto de hoy. 

Con la misma información, nosotros partimos de una visión diferente a la 
del Gobierno en cuanto al contexto del problema y, en consecuencia, en cuanto a 
su solución. 

La visión del Gobierno está ilustrada por la presentación del DNP1. 

Visión del gobiemo: "Paz y equilibrio macroeconómico"1 

Se construyó el balance fiscal para el período 2001-2010 bajo diferentes escena­
rios de crecimiento económico: 

1 Los cuadros han sido tomados del periódico El Colombiano de Medellín, edición de 
agosto 21 de 2001 y corresponde al estudio presentado por el Jefe del DNP Los 
dividendos de la paz. Bogotá, agosto de 2001. 
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Primer escenario: paz 
Segundo escenario: intermedio 
Tercer escenario: conflicto armado 
La visión del Gobierno gira alrededor de la relación estabilidad 

macroeconómica-conflicto armado, y en función de los objetivos de crecimiento 
económico teniendo como instrumento o como variable la paz. 

Primer escenario: paz 

La eliminación de los costos del conflicto armado hará que la economía entre en 
un círculo virtuoso, con tasa promedio de crecimiento del 6% (2003-2010). 
Gana-gana. 

Segundo escenario: intermedio 

El conflicto armado continúa con menor intensidad. La economía crece en prome­
dio 4,5% para el mismo período. 

Tercer escenario: conflicto armado 

El enfrentamiento continúa sin disminuir de intensidad. La economía crece 3% 
por año (2003-2010). 

Nuestra visión 

Nuestro diagnóstico parte de la base de que al hablar de conflicto y de paz se 
argumenta alrededor de dos temas diferentes: 

La paz social 

Características del problema: 

• Inexistencia de la administración de justicia: 

Corrupción; Pérdidas por $13 billones (datos de la Contraloría). 
Impunidad: Hay 6 millones de pleitos pendientes acumulados; en­
tran 4,2 millones nuevos y se resuelven sólo 3 millones de los ante­
riores, lo cual hace inoperante e inútil buscar soluciones por la vía de 
la administración de justicia. 

• Empobrecimiento (diferente de pobreza): hemos perdido lo ganado en los 
últimos 14 años y el ingreso per cápita de hoy es igual al de 1988. 

• Desigualdad: la desigualdad hoy se ve en una relación de 48 a 1 entre la 
parte de la población más rica y la décima parte más pobre, siendo la más 
alta del mundo. 
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Desempleo: tenemos el desempleo más alto de la historia y un subempleo 
aún más dramático, puesto que entre el subempleo y el desempleo ronda el 
60% de nuestra población que no cuenta con fuente de ingreso laboral. 
Abandono del sector rural: la evolución del mismo se refleja en el siguiente 
cuadro: 

Estadísticas del sector rural 
aspectos del orden económico 

Hectáreas sembradas 

Importaciones (ton) 

Part. Prod. Nal. en la 
oferta 

Part. de importaciones 
en oferta 

Créditos al sector 
(1975=100) 

Part. peq. Productores 
en el crédito 

Part. en el PIB (%) 

1990 

2.367.656 

994.806 

94,9 

5,1 

162,0 

16,2 

21,8 

1991 

2.271.249 

1.073.588 

94,5 

5,5 

163,0 

16,5 

22,4 

1992 

1.976-364 

1.895.644 

90,9 

9.1 

148,0 

15,0 

21,0 

1993 

1.941.639 

2.243.637 

89,9 

10,1 

139,0 

12,0 

20,4 

1994 

I.944.983 

3.010.000 

87,0 

13,0 

136,0 

7.8 

19,7 

1995 

1.810.237 

3.209.635 

86,3 

13,7 

143,0 

8,1 

19,7 

1996 

1.646.900 

3.851.562 

83,8 

16,2 

123,0 

5,6 

19,2 

Fuente: Anexo Estadístico Consejo Agrario Nacional Extraordinario 

Conclusión: Colombia es "el país más violento del mundo" en lo social 

La paz de la confrontación armada 

Características del problema: 

• La búsqueda del cambio de orden lo adelanta la guerrilla por la vía violenta 
(y en consecuencia delictuosa). 
La obligación institucional de impedir el delito (no el propósito de cambiar 
el modelo de Estado pero sí el medio utilizado para ello) obliga a la defensa 
del statu quo. 
Relación conflicto armado paz social. 

Es innegable que existe una relación entre estos dos conflictos. 
Aunque en ninguna manera lo uno justifica lo otro, y mucho menos la 

forma bárbara en que se ha venido manifestando lo primero, es también indiscu­
tible que la relación causal es que esas "condiciones objetivas" son en muy buena 
parte generadoras de esta forma violenta de expresiones. 
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El vínculo del conflicto con el pobre desarrollo económico existe, pero con­
sideramos errado tratar el último como consecuencia más que como causa (obvia­
mente sin negar que hay una retroalimentación entre ambos). 

Desarrollo y evolución al día de hoy 

En el último gráfico descriptivo de la forma en que ha evolucionado o se ha inten­
sificado el conflicto podemos hacer una partición mostrando las etapas de intensi­
ficación de la guerra: 

Intensificación de la guerra 

Implantación del 
nuevo modelo 

Proceso de paz 

Guerra total 

1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2 0 0 0 2001 2002 

En este gráfico se distingue entre el paso de conflicto de baja intensidad a 
alta intensidad por superar la barrera de mil muertos en combates (es la definición 
utilizada por el Gobierno y puede ser tan válida como cualquier otra), y se distin­
guen tres "fases" en función del ritmo de crecimiento (o sea la pendiente de la 
curva) de esa intensificación: la primera va de 1990 a 1998, período de los gran­
des cambios económicos (nuevo modelo de desarrollo), políticos (nueva Consti­
tución) y sociales (crecimiento acelerado del narcotráfico), y la nueva estrategia 
con la guerrilla (bombardeo y toma de Casa Verde); la segunda, el período del 
llamado "proceso de paz" del presidente Pastrana; y la tercera, la "guerra total" 
declarada por él y respaldada en alguna forma por los resultados de las urnas. 

Análisis de esta evolución 

Hasta cierto momento la confrontación era una guerra de baja intensidad: 
Por un lado, el Estado nunca se empleó a fondo: 

Porque nunca estuvo en peligro. 
Porque los delitos eran de naturaleza personal (extorsión, vacuna). 
Porque las víctimas no producían consenso en contra de la guerrilla. 
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Por el otro, la guerrilla nunca creció al punto de poder ser revolución: 

Porque las condiciones objetivas eran moderadas. 
Por dispersión ideológica (FARC, EPL, ELN, Quintín Lame). 
Por falta de maduración (¿'conciencia de clase'?). 

Primera fase de la nueva guerra 
Se entra entonces en lo que es la "primera fase" del conflicto actual: 

Las nuevas condiciones 
Cambian los afectados: el narcotráfico, los esmeralderos y los sectores cuyo len­
guaje es la violencia se vuelven terratenientes (es decir, sujetos de la agresión), y, 
ante la incapacidad del Estado para defender sus bienes, se organizan ellos mismos 
para hacerlo, bien sea con el nombre de autodefensa o de paramilitarismo. 

Entienden y asumen la misma explicación de la guerrilla: el pez en el agua, 
o sea, manejar la pecera (control sobre la población civil) 

Como no se puede a las buenas (no se puede dar todas las respuestas que 
debería dar el Estado y que el ciudadano requiere -por ejemplo el intento de 
parcelación de la hacienda "Las Tangas" de Fidel Castaño va en ese sentido pero es 
una excepción—) toca a las malas (terror, presencia más violenta que la guerrilla). 

Reacción de la guerrilla: la guerra por el control de la pecera. 
Es en ese momento que la población se vuelve no sólo escenario de la con­

frontación sino objetivo de ella. Por eso proponer un acuerdo en que se respete la 
sociedad civil, por muy deseable que sea, es no entender la naturaleza del actual 
conflicto. 

La intervención del Gobierno no entiende eso y defiende al "Estado" como 
si éste fuera el amenazado o el centro del enfrentamiento: de ahí la aparente tole­
rancia y connivencia con la violación a los derechos humanos por los miembros 
de las Fuerzas Armadas y al Derecho Internacional Humanitario por los paramilitares 
(y confusión entre uno y otro). 

Los recursos 
No hay limitación en los recursos financieros: 

El narcotráfico para los paramilitares. 
El gramaje para la guerrilla. 
Pero además se acompaña de una degradación: 
Paramilitares: vacuna y secuestro. 
Guerrilla: narcotráfico y secuestro indiscriminado. 

Castaño lo dijo en su momento: "Tanto la guerrilla como nosotros conta­
mos con recursos infinitos": 

No hay limitación en los métodos, armamentos, etc.: 
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"No reconocemos limitación que la guerrilla no reconozca". 
No hay limitación en los recursos humanos: debido ai desempleo (alimenta 
la delincuencia, los cocaleros, los paramilitares, la guerrilla, la vigilancia 
privada y hasta los soldados profesionales). 

Generación de empleo de la guerra 

Personal de las FFAA 

Efectivos guerrilleros 

Redes de apoyo 

Delincuencia común 

Vigilancia y seguridad 

Paramilitares 

Siembra de coca 

TOTAL 

1991 

225.623 

7.400 

22.200 

81.000 

59-300 

3-700 

23.094 

422.317 

1992 

240.953 

7.885 

23.655 
80.500 

68.700 

3-942 

26.150 

451785 

1993 

256.537 

8.821 

26.463 

75-000 

78.100 

4-4io 

28.916 

478.247 

1994 

271.279 

9.679 

29.028 

80 .000 

87.500 

4.838 

33-759 

516-083 

1995 

280.661 

10.501 

31-503 

92.500 

96.900 

5-250 

46.822 

564.137 

1996 

287.026 

12.400 

37.200 

105.000 

106.300 

6.200 

48.448 

602.574 

2 0 0 0 

370.000 

21.100 

63.300 

123.830 

230.000 

10.600 

81.000 

899-830 

Los escenarios y los actores 
La guerra, o mejor el conflicto, se desarrolla en varios escenarios y entre diferentes 
actores con diversos niveles de intensidad en la confrontación: 

Guerrilla vs. AUC = 
AUC vs. guerrilla : 
Guerrilla vs. Estado = 
Estado vs. guerrilla = 
Estado vs. AUC = 7 2 

AUC vs. Estado = O 
Se puede concluir que el menos partícipe -y por tanto de quien menos 

depende la actividad de la guerra- es el Estado (probablemente también quien 
menos tiene la capacidad de desactivarla). 

De lo anterior se deduce que estamos ante una tendencia clara, que la ten­
dencia es al aumento del conflicto y de sus males, y que nuestro propósito debería 
ser cambiarla. 

La realidad es que desde hace tiempo estamos ante un aumento inercial del conflicto (esto en la 
medida en que diferentes factores tienden a que se aumente y ningún factor se 
orienta a disminuirlo). 

Los aparatos militares para la guerra tienden a hacer la guerra (sobre todo si 
no hay dirección de los políticos en procura de lo contrario). 
Los dirigentes civiles justifican la guerra: 

O es el "bueno" contra el "malo" 
O lo malo del otro justifica lo malo mío. (Calificación de "terroris-

i a ;sen r-»/--i rsTt 

- w v -
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El elemento regulador (Estado) no representa una tercera parte de la diná­
mica del conflicto (ni de las fuerzas). 
Lo virtual se impone (y para ello la guerra vende): 
Lo fundamental, por eso no se entiende: no se analiza la degradación de los 
principios y métodos de guerra sino lo noticioso de los casos -por ejemplo, 
desconocer la bandera blanca en el caso del gobernador de Antioquia, o el 
asesinato de "prisioneros de guerra" (según la calificación que el propio 
actor les da) en el caso de los soldados de Paujil, Caquetá. 
Dentro de esta tendencia inercial comenzó la etapa del "proceso de paz" 
que permitió y propició una preparación para una mayor dimensión de la 
guerra. 

Segunda fase de la nueva guerra 

El proceso de paz 
Este supuesto "proceso de paz" corresponde a la segunda fase de la intensificación 
del conflicto, y sus características y evolución en cuanto al aspecto social fue la 
siguiente: 

Í2a Fase} 

/ Nunca hubo vo lun tad (preparación, propósito, actos conducentes al resultado). 

•T Origen: campaña electoral. 

/ "Política de Gobierno" = politica de amigos (sin institucionalidad, 
participación, ni respaldo). 

/" Prevaleció el "uso" del proceso para manejo de imagen sobre el 
"deseo" mismo (que no voluntad) de resultados. 

/ El manejo virtual imposibilitaba tratar lo real. 

<T El falso proceso de paz al no considerar la inercia (no consideró 
nada) permitió y propició una preparación para una mayor 
dimensión de la guerra. 

•" Sobre todo agotó la instancia del acuerdo pacífico al transmitir la idea 
que este no servía, cuando la realidad es que nunca existió. 
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Empobrecimiento (i) 

Salarios nominales en la industria 
promedio móvil de 3 meses de la variación anual 

94E ni 95E 

Fuente: Dañe - Cálculos DNP - DEE. 

Empobrecimiento (2) 

índice de ingresos laborales reales por género 
(Marzo 1988 = 100) siete ciudades 

a 

2 
pq 
O 
PH 

s 

96 I 

I I 

I I I 

IV 

9 - I 

II 

I I I 

IV 

98 I 
II 

111 

IV 

99 I 
II 

I I I 

IV 

OO I 

II 

I I I 

H o m b r e s 

102,5 

108,6 

99 
99 

107,1 

109,4 
113,8 

108,8 

117,7 
112,6 

123,9 
114,1 

120,7 

109,4 
114,1 

112,8 

107,3 
106,5 

100 

M u j e r e s 

117,6 

119,7 
110,3 

n o , 3 
114 

126,7 

124,6 

124.5 
124,6 
120,8 

1 3 5 
128,7 

131,9 
128,3 

125,3 
128,7 

119,8 

119,3 
113,9 

T o t a l 

105,9 
111 

101,1 

101,1 

107,5 
112,8 

H5,5 
112 

117,4 
112,9 

125,1 
116,6 
121,8 

H3,5 
115,2 

115,4 
108,6 

108,8 
102,1 

Fuente: Dañe. Encuesta Nacional de Hogares 
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Empobrecimiento (3) 

Producto Interno Bruto Per cápita 

p 

\ s 
0 
a 
M 
O 
PH 

a 

Pesos corrientes 

Crecimiento (%) 

Pesos constantes de 1994 

Crecimiento (%) 

1998PR 

3452.446,3 

1.847-130,3 

1999PR 

3.583.691,3 

3,8 

1.739.810,4 

-5,8 

2000PR 

4.000.485,2 

n,9 

1.757.827,0 

1 

2001PR 

4-384.033,8 

9,3 

1.768.699,3 

0,6 

Fuente: Dañe. Cálculos de DNP-DEE. 

Desigualdad (1) 

La comparación de la desigualdad con el mundo para el año 1996 era la siguiente: 

^ 

i 
0 

W 
Q 

Región quintil 

África Subsahariana 
Asia del Este y del Pacífico 
Asia del sur 
Europa del Este 
Medio Oriente y Noráfrica 
Latinoamérica y el Caribe 
Países industrializados 

África Subsahariana 
Asia del Este y del Pacífico 
Asia del sur 
Europa del Este 
Medio Oriente y Noráfrica 
Latinoamérica y el Caribe 
Países industrializados 
Colombia 

Quintil superior 

52,37 
44,33 
39,91 
37,8 

45,35 
52,94 
39,79 

Quintil inferior 

5,15 
6,84 
8,76 
8,83 

6,9 
4.52 
6,26 

10,17 
6,48 
4,56 
4,28 
6,57 
11,71 
6,36 

13,12 

Fuente: World Bank Economie Review. 
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Desigualdad (2) 

Y su evolución durante el período fue la siguiente: a mayor valor, mayor desigual­
dad. 

De la unidad de gastos del hogar. Siete ciudades 

Quintil 1 (%) Quintil 5 (%) Quintil 5/1 Promedio años 

13,7 

14,7 

- — > 
l > — ' 

% 
0 

i 
0 

Q 

961 

II 

III 

IV 

971 

II 

III 

IV 

98 I 

II 

III 

IV 

99 I 

II 

III 

IV 

00 I 

II 

III 

4,38 

4 

4,14 

4,1 

3,83 

3,78 

4,05 

3,97 

3,i8 

3,73 

3,7 

4,oi 

3,66 

3,45 

3,24 

3,4 

2,88 

3,35 

2,96 

55,52 

58,88 

57,24 

56,17 

57,81 

57,86 

56,85 

57,54 

59,83 

58,51 

59,79 

58,68 

60,29 

60,5 

60,84 

59,96 

6i,79 

59,39 

61,74 

12,68 

14,72 

13,83 

13,7 

15,09 

15,31 

14,05 

14,49 

18,81 

15,69 

16,16 

14,63 

16,47 

17,54 

18,78 

17,64 

21,46 

17,72 

20,85 

16,3 

17,6 

2 0 , 2 

Fuente: Dañe, Encuesta Nacional de Hogares, Cálculos DNP - DEE. 
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Desempleo (i) 

Tasa de desempleo según edad y género en siete áreas metropolitanas 
cifras a septiembre 

Total Hombres Mujeres 

Edad 

de 12 a 17 

de 18 a 24 

de 25 a 55 

de 56 y más 

Total 

1998 

33,3 

29,2 

11,1 

9,2 

15 

1999 

42,2 

36,3 

15,4 

10,4 

20,1 

2000 

44,7 

34,8 

16 

14,1 

20,5 

1998 

29,6 

25,3 

9 

10,3 

12,5 

1999 

40,8 

32,6 

12,7 

11,6 

17,2 

2000 

39,8 

30,2 

12,5 

14,4 

16,9 

1998 

37,9 

33,1 

13,6 

6,5 

18 

1999 

44 

39,9 

18,4 

7,5 

23,3 

2000 

51,9 

39,1 

19,8 

13,4 

24,5 

Desempleo (2) 

Ante estos resultados, el Gobierno produjo un "cambio de metodología de medi­

ción" para ocultar la catástrofe, la cual se ve en los siguientes gráficos comparados: 
El perfil de la curva es naturalmente el mismo, pero los valores de noviem­

bre de 1999 (izquierda) son cambiados en mayo de 2000 (derecha). 
El crecimiento ya en cifras y no en porcentajes es el siguiente: 

TASA DE DESEMPLEO TASA DE DESEMPLEO 

P r o m e d i o Móvil 4 pe r iodos 

Fuente: Daoe.Cálculos D N P - DF.E 

Versión noviembre de 2000 Fuente: Indicado! :. DNP Portafol io, 1 
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Desempleo (3) 

Cantidad de desempleados 
Total nacional. 1991 - 2000 (septiembre) 

Desocupados 

1991 

1992 

1993 

1994 

1995 

1996 

1997 

1998 

1999 

2 0 0 0 

1.109.519 

1.093.613 

1.122.236 

1.139.071 

1.287.074 

1.566.850 

1.656.637 

2.161.618 

2.972.019 

3.250.902 

Fuente: Dañe - Cálculos DNP. 

Tercera fase de la nueva guerra 
Hoy nos encontramos en lo que en el gráfico de 'evolución de la guerra' se deno­
minó como la tercera fase o la "guerra total" y, como ya lo muestra el mismo, a 
menos que se cambie de rumbo, no podemos imaginar peor futuro. 

3) La propuesta 

Los "procesos de paz" intentados han girado alrededor del principio de "comen­
cemos por la paz del enfrentamiento armado para poder concertar la paz social". 
Teniendo en cuenta que la guerrilla se alzó en armas motivada (por lo menos en 
principio) por la dificultad (para ellos "imposibilidad") de concertar esos cam­
bios de fondo dentro de los sistemas existentes, es dudoso y en todo caso muy 
dificil que acepten este enfoque; menos aún cuando los cambios del sistema, por 
lo menos en cuanto a los resultados, han ido en dirección contraria. 

La paz social no es de concertar sino es la primera obligación del Estado; no 
es problema de negociarla o acordarla sino de cumplir con el deber fundamental 
de todo gobierno (enfaticemos: este objetivo es más prioritario que el "desarrollo 
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económico"). No tiene sentido darle el mismo tratamiento que a las huelgas, to­
mando la posición de que se reconoce la existencia del problema pero no se discu­
te su solución mientras éste no se suspenda, porque no se admiten las vías de 
fuerza: esto para el fenómeno que aquí se trata simplemente no es realista. 

En la medida en que se adelante un "proceso de pacificación por vía social", 
no sólo pierde la guerrilla el argumento supuestamente justificante de su accionar 
sino disminuye lo que tenga de respaldo en la población y la fuente donde recluían 
sus militantes (la militancia mucha veces mas que ideológica es simplemente una 
fuente de empleo en el momento en que el desempleo alimenta no sólo esta delin­
cuencia sino la del narcotráfico, la de los paramilitares, la de la delincuencia co­
mún, e t c . ) . 

La relación con la guerri l la 

Es de esperar que la misma actitud de sus dirigentes cambie. 
Dentro de un contexto de "proceso de pacificación social" se pueden dar 

convergencias sin ser ni rendición, ni siquiera tratados de paz. Algunos ejemplos 
son; 

Respaldo y colaboración en los proyectos que dentro de tal proceso se de­
sarrollen: 

Conciliaciones para descongestión de la justicia = justicia de paz (como 
parte de una reorganización de la misma). 
Dirección de proyectos comunales generadores de empleo (como parte de 
un programa de choque con financiación específica). 
Fórmulas asociativas, colectivas o cooperativas para la explotación de pre­
dios rurales (dentro de un marco de legislación agraria que las promueva); 
etc. Esto se hubiera podido ensayar en la zona de despeje y usarla como 
"laboratorio" pero para este otro tipo de proceso. 

La p a z social 

El lema y "núcleo duro" del programa de la social-democracia es la lucha contra la 
desigualdad. 

Tanto la paz social como la lucha contra la desigualdad se concretan en la 
búsqueda de "igualdad de oportunidades". 

El empleo es la "oportunidad de presente", y sobre todo la educación es la 
"oportunidad de futuro": la igualdad de oportunidades comienza por garantizar 
empleo y educación a toda la población. 

Estas condiciones son una necesidad y una obligación social, y no una im­
posición de los violentos; nuestra propuesta de proceso de paz comienza por este 
planteamiento: empleo y educación son los pilares de la igualdad de oportunidades, y ésta es la base de 
la justicia social; sin dar respuesta a éstos no habrá paz. 
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Desde el punto de vista económico, la acumulación de capital humano (es 
decir, educación y buenas relaciones sociales) es la inversión más productiva de 
todas; empíricamente lo demostraron -¡y en que forma!— los "milagros asiáticos"; 
así lo reflejan las estadísticas (véase María Mercedes, Cuellar, Colombia, un proyecto 
inconcluso, p. 26: "En los países desarrollados la importancia relativa del capital natu­
ral es extremadamente baja, en tanto que la del capital humano, incluido el capital 
social, es 25 veces mayor. En los países pobres esta relación se reduce a algo mas de 
tres"); y así lo acepta o lo desarrolla la teoría económica (por ejemplo premios 
Nobel como Douglas North o Amartya Sen y ahora Stiglitz). 

Y, aun desde el punto de vista de la economía, el empleo es el factor más 
importante como motor de ella, por ser, como fuente de ingresos de la inmensa 
mayoría de la población, la variable que determina tanto la capacidad de consumo 
como la de ahorro —es decir, inversión- de los ciudadanos. 

La conclusión es simple 
Si se requiere subsidio, dar subsidios; 
si se requiere aranceles, poner aranceles; 
si se requiere emisión, emitir; 
si se arriesga una inflación, arriesgarse; 
Etc... 

Consideraciones 

El modelo neoliberal es contrario a esto; 

Como objetivo: el desarrollo económico y no la armonía social 
Como instrumento: el mercado (competencia = ley de la guerra) 
Como enfoque macroeconómico: desempleo = "costo necesario" 
Como enfoque social: educación privada vs. educación pública 

¿Cuál es la a l t emat iva? 

Socialdemocracia us. Neoliberalismo 

Los diez puntos establecidos por el Consenso de Washington son: 

1) Establecer una disciplina fiscal 
2) Priorizar el gasto público en educación y salud 
3) Llevar a cabo una reforma tributaria 
4) Establecer tasas de interés positivas determinadas por el mercado 
5) Lograr tipos de cambio competitivos 
6) Desarrollar políticas comerciales liberales 
7) Mayor apertura a la inversión extranjera 
8) Privatizar las empresas públicas 
9) Llevar a cabo una profunda desregulación, y 
1 Oi Garantizar la orotección de la nroniedacl nrivada. 
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Son los "diez mandamientos" de una religión que gira exclusivamente alre­
dedor del mercado y del desarrollo económico; no se contemplan otras variables 
ni otras dimensiones. 

Otra es la receta y la perspectiva de la economía política: 
Social-democracia y economía política son en el fondo dos dimensiones de 

un mismo mundo: la primera señala como objetivo mejorar las condiciones de 
convivencia entre ciudadanos, y la segunda es el campo de estudio para lograrlo. 

Tienen en el fondo la misma la relación (o confrontación) con el modelo 
que sólo atiende al desarrollo económico y que entiende éste como el único obje­
tivo de las "ciencias económicas", en el sentido que para éste las variables 
macroeconómicas son el foco de atención mientras para aquéllas la prioridad son 
las socioeconómicas. Para aquellas, el Estado y su capacidad de intervención son el 
instrumento natural para lograr sus propósitos; para éste el libre funcionamiento 
del mercado es al mismo tiempo el medio y el fin que satisface el modelo. 

Históricamente la aceptación de la teoría económica keynesiana y su aplica­
ción conllevó la adopción de los principios social-demócratas sin que fuera nece­
sario explicitarlos: en la medida en que las consecuencias de buscar el pleno em­
pleo y el mayor poder adquisitivo de la población (para estimular la demanda) 
conllevaban la seguridad, la mejora de la calidad de vida y la tendencia a condicio­
nes de igualdad para todos, no fue necesario un planteamiento o motivación ideo­
lógica para defender la necesidad de que estos fueran objetivos prioritarios del 
Estado. Se puede decir que para éstos efectos, economía política y teoría económi­
ca se confunden. 

Las limitaciones que aparecen en la teoría keynesiana (naturales por la evo­
lución del "modo de producción") llevaron a la evolución de la teoría económica 
con las nuevas propuestas del monetarismo y la escuela de Chicago; pero éstas ya 
no necesariamente tenían la coincidencia entre objetivos sociales y objetivos eco­
nómicos, puesto que su propósito era sólo subsanar las deficiencias que aparecían 
en cuanto al control de la economía. 

Así fue necesario debatir propuestas para definir en forma explícita los ob­
jetivos de la acción del Estado: para unos, solamente el desarrollo económico, y 
para los social-demócratas, la recuperación de algunos elementos de la ideología 
socialista -en especial la prioridad que se da a la lucha por la igualdad—, pero sin 
cuestionar el marco capitalista democrático. 

En otras palabras, Willy Brandt, Olaf Palme y Bruno Kreisky marcan la dis­
tancia definitiva con el marxismo, reivindicando el propósito de "nosotros no 
queremos socializar al hombre sino humanizar la sociedad", pero al mismo tiem­
po distinguen la responsabilidad que tiene el Estado en su función económica de 
propiciar el desarrollo, de la que tiene en su función política de promover y garan­
tizar las condiciones de convivencia (señalando la prioridad de esta última). 

El posterior triunfo del capitalismo y la desaparición de la opción del Estado 
socialista dieron a la economía pura la categoría de ciencia superior, en el sentido 
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de ser la responsable del manejo del Estado dentro del principal si no único propó­
sito de propiciar el desarrollo económico. 

Esto polarizó aún más la contradicción entre los dos enfoques de la "razón 
de ser del Estado" —convivencia o desarrollo económico— y la propuesta social -
demócrata como alternativa a la visión y acción que ha prevalecido en el mundo 
en los tres últimos lustros. 

Por eso el énfasis de la social-democracia en que la acción del Estado la 
deben determinar sus propósitos políticos y, en consecuencia, los gestores y acto­
res de la política y la ciencia de la "economía política", y no las escuelas económi­
cas ni los tecnócratas de la economía. 

Planteándolo en el orden y lenguaje de la Declaración de París, las priorida­
des del Proyecto de Progreso Global son: 

1. La lucha contra la pobreza y el hambre. 
2. La lucha por los Derechos Humanos y la democracia. 
3. La construcción de la paz y la seguridad a través de un nuevo orden interna­

cional. 
4. Un orden económico y financiero global que exige la adaptación de los 

organismos existentes, Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial, 
Organización Mundial del Comercio. 

5. La protección activa del ecosistema. 
6. El regionalismo abierto como una realidad económica y monetaria, pero 

también política y civilizatoria. 

Y la conclusión: 

"Esas respuestas pertenecen al dominio de la política" 
"Reivindicar el papel de la política. 

Una ilustración fácil sería el tema de la "globalización": no se trata de discu­
tir lo inevitable de ella sino el sentido que se le debe dar; ¿debe orientarse 
prioritariamente a mejorar los intercambios comerciales, financieros, etc., para 
propiciar más desarrollo económico, o debe asignársele prelación a los instrumen­
tos de manejo de los problemas sociales y políticos que ella conlleva?; ¿según qué 
foros: Davos o Rio,Tokio, Copenhague, etc.? 

CONCLUSIÓN(GALBRAITH) 

Hoy como en el pasado es verdad que la ciencia de manejar la economía, de mane­
jar el Estado, de manejar la "cosa pública" es muy compleja y muy incierta; es muy 
difícil para el lego y aun para el especialista decir cuando una propuesta o una 
persona es la acertada para manejar una situación; lo que sí no es difícil es deter­
minar cuándo se ha tenido o no éxito con una propuesta, cuándo unos resultados 
están a la altura o no de las expectativas. Lo que debe ser una premisa básica es que 
cuando se tienen que dar explicaciones por unos malos resultados es porque ha 
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habido un fracaso bien sea de la teoría o de la gestión. Por eso debemos ser com­
prensivos con la dificultad que significa acertar en el manejo de un tema y una 
situación tan compleja como la del país; debemos ser benévolos con quienes han 
tenido un desempeño pobre; pero nunca debemos ser tan torpes como para seguir 
respaldando las personas y los modelos que han producido los resultados que hoy 
lamentamos. 
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GUERRA ECONÓMICA O PAZ ECOLÓGICA 

EN EL ALTO ORINOCO VENEZOLANO. ESCENARIOS 

PARA FRENAR LA BARBARIE 

A n t o n i o De Lisio Cenamb-UCV* 

RESUMEN 

En este papel de trabajo se presentan los resultados del "Diagnóstico ambiental del 
Alto Orinoco" realizado de manera conjunta entre el Centro de Estudios Integrales 
del Ambiente, Universidad Central de Venezuela (Cenamb-UCV) y el Dipartimento 
d'Análisi Económica, Sociale e Territoriale de la Universitá di Venezia (DAEST-UV) 
con el financiamiento de la Unión Europea (UE —antigua CEE). En este estudio, en el 
cual el autor trabajó como coordinador científico general, se logró entre otras cosas 
caracterizar el proceso de aculturación que está viviendo el yanomami, sometido a 
las presiones de la sociedad occidental. Dentro de éstas, debe destacarse los conflictos 
que este grupo amerindio ha venido manteniendo con los garimpeiros del oro, 
quienes han venido invadiendo los territorios yanomami, escenificando episodios 
de violencia que ha conllevado a la devastación de comunidades (shabonos) completas. 

E L TERRITORIO DEL CONFLICTO 

El Alto Orinoco abarca alrededor de unos 40.586 km2 localizados en la cuenca alta 
del río Orinoco, que desde el punto de vista político-administrativo conforma un 
municipio. De acuerdo con el tratamiento espacial de imágenes de satélite en fun­
ción de los hábitos y costumbres territoriales de la étnia indígena, las áreas poten­
ciales de uso yanomami suman 10.110 km2 (aproximadamente el 25%); a su vez, 
de esta área 4.378 km2 (43%), tiene las características adecuadas para el desarrollo 
de garimpos (véase mapa página 601) Estas áreas se distribuyen a lo largo de los 
ríos, principalmente en las subcuencas de los ríos Máchame, Cutinamo, Matacuni, 
Ocamo, Putaco y Orinoco propiamente dicho, que limitan al norte y al oeste el 
área de estudio. Las áreas que reúnen condiciones propicias para el establecimien­
to de garimpeiros suman 11.372,6 km2 (28% del área de la cuenca alta), de las 

Centro de Estudios Integrales del Ambiente, Universidad Central de Venezuela 
^ r o r , , m K . I T r i A 
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cuales 3.368,06 km2 (29,6%), se catalogaron como zonas o áreas críticas de con­
flicto. Estas áreas corresponden principalmente a las unidades de montaña, altipla­
nicies y penillanura. 

Dichas áreas críticas de conflicto están distribuidas fundamentalmente en 
las zonas de cabeceras de los ríos que conforman la cuenca alta del Orinoco, de 
manera particularmente intensa en las cuencas altas de los ríos Cutinamo y Matacuni. 
Igual ocurre con las cuencas completas de los ríos Putaco, Potomaco, Ejército, 
llegando a poner en peligro las mismas cabeceras del Orinoco. Este cuadro de 
riesgo erosivo se completa con el cerro Tocuy y el raudal Peñascal, como áreas 
propensas a la alteración garimpeira. 

Las áreas potenciales de uso yanomami ubicadas en las partes relativamente 
media y baja de la cuenca, unos 6.742 km2, correspondientes básicamente a los 
paisajes de penillanura y llanura de erosión-alteración, no representan problemas 
para el conflicto garimpeiro-yanomami. Sin embargo se debe advertir que la 
deforestación garimpeira aguas arriba podría producir como efecto un aumento 
de los riesgos de inundación en época de lluvias y formación de bancos de arena 
en época de sequía en esta unidad geomorfológica (ejeTama-Tama-Ocamo) don­
de el yanomami tiende a sedentarizarse debido a la atracción que ejercen las mi­
siones allí ubicadas, propiciadoras del proceso de aculturación. 

Al suroeste del área de estudio se encuentran rocas sedimentarias, en las 
cabeceras del río Mavaca, que reúnen las condiciones propicias para el estableci­
miento de garímpos, pero esta zona es relativamente más inaccesible y no hay 
presencia indígena. 

El resto del área representa zonas interfluviales de difícil acceso que ningu­
no de estos actores usa o valora. 

Como consideración final en este punto, se debe decir que los conflictos y 
consensos entre los yanomami y los garimpeiros son los aspectos emergentes por 
considerar para lograr el aprovechamiento sustentable de las fuentes circulantes 
energéticas en el Alto Orinoco. 

La preservación del habitat yanomami conlleva al mantenimiento sostenido 
de ese potencial; en cambio la actividad del garimpo tiende a su degradación. Esta 
situación conduce a plantear políticas más globales que permitan entender la di­
námica de interrelaciones ambientales estratégicas en el Alto-Orinoco. 

RELACIONES DE CONFLICTO Y CONSENSO ENTRE LOS ACTORES SOCIALES 

El entretejido social en el Alto Orinoco se despliega en esta sección en relación con el 
uso y la valorización de los recursos naturales locales. A continuación presentamos el 
perfil resumido de los actores sociales que se consideraron para este estudio1. 

1 Esta ponencia es resultado de la investigación realizada por el Cenamb con la parti­
cipación de la Universidad de Venezia y el cofinanciamiento de la Unión Europea en 
el Alto Orinoco venezolano. A lo largo de los 42.000 km2 que cubre este municipio 
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Yanomami: este término se utiliza para hacer referencia a un conjunto de pueblos 
indígenas que habitan los bosques de las cabeceras del río Orinoco y los afluentes 
norteños del río Amazonas. Son comunidades semi-nómadas, lo que hace difícil su 
ubicación precisa. Su organización social está basada en relaciones de intercambio, 
y sus estructuras básicas se encuentran virtualmente ligadas a la naturaleza y al 
sistema de sus creencias mágico-religiosas. 

Estado venezolano: se considera como el actor social encargado de la actividad de 
planificación para el Alto Orinoco. Persigue como objetivo una nueva estrategia de 
desarrollo que se oriente a la armonización del crecimiento económico, el ambien­
te y la integridad territorial. 
Las misiones salesianas: la Iglesia representada básicamente por las misiones salesianas 
tiene presencia en el Alto Orinoco desde hace aproximadamente 40 años. Con la 
nueva concepción de la Iglesia a partir de los años setenta, su actividad se dirige a la 
evangelización realizada en el marco de valorización de las costumbres yanomamis 
fortaleciendo su identidad a partir de actividades tales como el proyecto de educa­
ción intercultural bilingüe y la cooperativa yanomami, entre las más importantes. 
Las nuevas tribus: son organismos directamente ligados al Instituto Lingüístico de 
Verano de USA con presencia en la zona hace más de 45 años. Estas misiones se 
caracterizan por mantener una actividad evangelizadora compulsiva con graves con­
secuencias para las costumbres y cosmovisión de las comunidades yanomamis bajo 
su radio de influencia. De acuerdo con la información obtenida en el seno de las 
nuevas tribus, orientan su actividad a las áreas de educación y salud. 
Los garimpeiros: se ha definido como garimpo a la exploración minera realizada 
por individuos aislados que utilizan tecnología rudimentaria. Este concepto pierde 
su significado original, ya que actualmente se reconoce al garimpo como un com­
plicado sistema de libre empresa en el que participan los grandes capitales, sobre 
todo para la prestación de servicios subsidiarios tanto en la exploración como fuera 
de ella. En esta situación, el garimpeiro individual es un simple asalariado o prestador 
de servicios. 

Los organismos multilaterales (OM): los actores supranacionales o multilaterales 
son organizaciones creadas coordinadamente por dos o más Estados nacionales con 
el objetivo de cumplir una función común al interés nacional de cada uno de los 
Estados miembros. Los organismos multilaterales que tienen presencia en nuestro 

del Estado Amazonas venezolano, se identificaron por medio de imágenes de satélite 
las áreas de conflicto entre los indígenas yanomami y los garimpeiros del oro. Estos 
grupos están participando en un episodio más de la ancestral confrontación entre 
civilización indígena y barbarie occidental. En la ponencia se indican, a manera de 
colofón, los escenarios para la preservación ambiental y de la cultura indígena local 
como factores clave para lograr la consolidación de territorios para la paz ecológica 
en eí Alto Orinoco venezolano 

593 



Antonio De Lisio 

ámbito de estudio han tenido diversas funciones en el sistema internacional tales 
como: cooperación cultural, cooperación económica, seguridad y defensa, entre 
los más importantes 

• Los organismos de cooperación técnica internacional (OCTI): son instituciones 
que actúan en razón de un tratado internacional general de cooperación entre esta­
dos nacionales y organismos internacionales. Prestan dos tipos de servicio: la aseso­
ría especializada o cooperación técnica y financiamiento. 

• Los organismos con investigación local (OCIL): nos referimos a las instituciones 
bien sean de carácter público o privado, nacionales o internacionales, que tienen 
como finalidad la producción de conocimiento científico sobre los diferentes com­
ponentes ambientales en el área de estudio. 

• La Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza y los recursos natura­
les (IUCN): este organismo se fundó en 1948 con el objetivo de salvaguardar y 
proteger los recursos naturales del mundo a partir de un esfuerzo conjunto. 

La IUCN es un caso poco común en el movimiento conservacionista por su carácter 
«híbrido» entre los miembros con voto. Para 1984 contaba con agencias guberna­
mentales unilaterales y multilaterales (123) y organizaciones no oficiales (136). 
Las transnacionales: se han definido como empresas de propiedad privada (con 
inversiones estatales en algunos casos) cuya estructura se caracteriza como 
oligopólica, que se dedican a una misma actividad con un alto desarrollo tecnoló­
gico, y que han logrado su diseminación en muchos países a través de filiales y 
sucursales. 

• En nuestra área de estudio se pudo establecer de manera general la actuación de 
transnacionales de la farmacia, del oro y las vinculadas con el turismo. 

Una de las situaciones más interesantes que dist inguimos en este trabajo es 
la doble condición del yanomami como actor social del tejido de relaciones, y 
c o m o un recurso del sistema en virtud de la valorización que otros actores hacen 
de él. Por esta razón nos ha parecido conveniente ahondar u n poco más en las 
características de interés de esta etnia para el presente análisis. 

El y a n o m a m i 

Es conocida la tradición del yanomami como conservador de recursos. Los secto­
res de la selva tropical en los que vive no han sufrido sino débiles transformacio­
nes, y esto se debe a varias razones: 

* Las técnicas del sistema agrícola permiten la regeneración de la selva. 

* Las comunidades son de tamaño medio y dispersas (50-80 habitantes). 
* Los lugares de cacería varían permitiendo el repoblamiento. 

* Para ninguna de sus necesidades depende de un solo elemento vegetal. Para cada 
situación, no tienen uno sino varios vegetales distintos. Esto se traduce en que la 
explotación de los recursos no es exhaustiva contribuyendo así al mantenimiento 
de un equilibrio ecológico (Lizot, 1980, 1984; Finkers, 1986; Fuentes, 1979). 
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C u a d r o i . 
Act iv idades h u m a n a s p a r a el u s o y va lo r i zac ión d e r e c u r s o s 

Actores/ 
Rasgo predominante 

Yanomami 
Integración al medio 

Estado venezolano 
Planificación 

Misiones salesianas 
Evangelización 

Nuevas tribus 

Evangelización 

Transnacionales 
Rentabilidad 

Organismos de cooperación 
Técnica intemacional. 
Cooperación técnica 
Financiamiento 

Organismos Multilaterales 
Europeos 
Cooperación económica 
Cooperación cultural 

Organismos Con Investigación 
Local 

IUCN 
Conservación 

Garimpeiros 
Extracción 

Actividades 

Agricultura 
Recolección 
Caza 
Pesca 
Prácticas mágico-religiosas 
-medicinales 
Manufactura y edificación 
Minería 

Ordenamiento 
Defensa y seguridad 
Salud 
Educación 
Turismo 
Legislación 

Asentamiento 
Educación 
Salud 
Transporte 
Agricultura y cría 

Asentamiento 
Educación, salud 
Transporte 
Agricultura y cría 

Oro 
Turismo 
Farmacia 

Financiamiento 
Asesoría 

Comunidad económica 

Unesco 

Investigación 

Investigación 
Asesoría 

Emplazamiento 
Logística 
Extradición 

Fuente: Cenamb, Diagnóstico ambiental del Alto Orinoco, Caracas, 1995. 
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El problema más difícil que enfrentan los yanomami es su desaparición 
como etnia. El crecimiento de los yanomamis en los últimos 200 años hasta los 
años cincuenta de este siglo, según Nelly Arvelo (1988) fue del 2%; sin embargo 
desde 1950 hasta 1983 han ido perdiendo una cuarta parte de su población, bási­
camente debido al incremento del contacto con la población criolla. Los garimpeiros 
a partir de 1986 suman otra amenaza para los yanomami. 

Según entrevistas realizadas en la Dirección de Promoción de Salud del Mi­
nisterio de Salud- MSAS, las enfermedades que más frecuentemente sufren los 
yanomamis a raíz del contacto con la «sociedad criolla» son paludismo, tubercu­
losis, parasitosis, hepatitis y enfermedades de la piel. Esto ha conllevado a una 
elevación considerable de su tasa de mortalidad, por encima de las correspondien­
tes a la fecundidad (Cenamb, op.cit.). 

Por otro lado, este mismo contacto ha conducido a un proceso de transfor­
mación en el cual el yanomami se encuentra expuesto a una situación que amena­
za sus estructuras organizativas como sociedad y que lo llevarían a la desaparición 
de su cultura. Se ha acelerado el proceso de división de las comunidades; el pro­
medio de habitantes por Shabano ha pasado de 144 a 54 habitantes (cifras prome­
dio) lo cual ha modificado la cohesión social y ha debilitado las obligaciones de 
reciprocidad; son comunidades que se encuentran amenazadas y se han concen­
trado en una misma zona, lo que modifica su condición de semi-nómadas; esto 
por supuesto provoca bajas en la productividad del ecosistema, sin contar que los 
alimentos indígenas se han desvalorizado y esto ha modificado su dieta tradicional 
(Arvelo, 1988). 

SÍNTESIS DEL ENTRETEJIDO SOCIAL 

La consideración de los distintos agentes señalados ha permitido la realización del 
diagnóstico sistémico estratégico ambiental del Alto Orinoco (Cenamb, op. cit.). De 
acuerdo con el mismo, se está evidenciado que a pesar de las manifestaciones de 
interés conservacionista que muestran los agentes sociales en sus diferentes accio­
nes dirigidas a la preservación de los yanomami y de su cultura tradicional de 
adaptabilidad a las potencialidades y limitaciones del medio tropical, se ha venido 
tejiendo una red subyacente de relaciones que están potencializando la aculturación 
del yanomami. 

En esta red subterránea se sustenta en parte al garimpo como una actividad 
de devastación del medio natural, ilegal pero permitida, denunciada pero apoyada 
bien por omisión, como la falta de políticas de control y vigilancia del Estado 
venezolano, bien por excusas como el argumento del garimpo como paleativo 
social para el hombre expulsado de las favelas de las grandes metrópolis del sur 
brasileño que encuentran en la explotación minera el sustento que la ciudad les 
niega oficialmente. Así mismo se debe destacar que en el plano internacional pare­
ciera no quererse actuar directamente en el circuito transnacional del oro, destino 
final de la producción que se extrae del área. 
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La tendencia a la aculturación del yanomami y la permisividad del factor del 
gar impo nos lleva a plantear que en el Alto Orinoco, a pesar de la figura de Reserva 
de Biosfera, están entrando en juego factores de poder y concepciones de desarro­
llo, que más que la preservación ambiental, conllevan a la penetración de valores 
productivistas sustentados en las consideraciones de las ventajas comparativas de 
coyuntura y no en las estratégicas. Esta situación se ve reforzada por la aptitud al 
cambio que muestran los yanomami, reflejada por ejemplo en su desplazamiento 
de la montaña a la llanura, buscando el encuentro con las misiones. Ni siquiera las 
dificultades de accesibilidad garantizan el retardo de este proceso global, ya que si 
bien pueden obstaculizar la emigración de los indígenas propicia el garimpo. Ello 
nos conduce a la necesidad de plantear medidas que ayuden a contrarrestar los 
efectos negativos de esta madeja de relaciones de interés, tratando de poner en 
claro las restricciones ambientales en el manejo de los diferentes recursos existen­
tes en el área, especialmente en los vinculados al efecto del garimpo. 

A continuación se presentan estas propuestas, debiéndose tan sólo advertir 
que las mismas se formulan teniendo presente que las situaciones por corregir de­
penden de un contexto social complejo en el que participan factores no del todo 
controlables localmente, como economía internacional, posiciones conservacionistas, 
políticas nacionales del Estado brasileño y del Estado venezolano. 

S O L U C I O N E S P A R A L O G R A R U N U S O A M B I E N T A L M E N T E A D E C U A D O 

E N E L A L T O O R I N O C O 

Hablar de soluciones para los problemas que enfrenta el Alto Orinoco nos obliga a 
destacar: 

1. Los agentes sociales que propician el proceso de transformación de la cultura 
yanomami son las misiones salesianas, las nuevas tribus, los promotores turísticos, 
el estado venezolano y el garimpeiro. 

2. Dada la dificultad de establecer una tendencia respecto a los conflictos y consensos 
que se tejen alrededor de los yanomami, se consideraron tres escenarios para la 
formulación de alternativas: conservacionista, evolutiva y destructiva. 

3. La característica más importante de los yanomami —que no puede ser dejada de 
lado en el momento de proponer soluciones- es la vinculada a su inserción en el 
sistema ambiental amazónico, expresada en una forma de vida de respeto por el 
medio natural. Los yanomami forman parte de la diversidad cultural de la cuenca y 
del mundo entero, y las soluciones que se proponen para el yanomami involucran 
al ecosistema en su conjunto, por lo cual las consideraciones que aquí se realizan se 
deben tomar como una síntesis que engloba los elementos clave de los usos 
ambientalmente adecuados de los restantes componentes de la ecobase local. 
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E S C E N A R I O C O N S E R V A C I O N I S T A 

En un escenario conservacionista será necesario la construcción de una especie de 

" m u r o verde» para preservar a los yanomami. Se necesitaría impedir cualquier 

contacto de las comunidades con los agentes de cambio debido a que: 

• Las misiones, tanto salesianas como evangélicas, han introducido transformaciones 
importantes, como por ejemplo herramientas de trabajo que han modificado la 
productividad de sus actividades tradicionales de caza y pesca (Chagnon, 1966). 
Las misiones se han convertido en elementos para un intercambio condicionado 
(EguillorL, 1983). 

Las misiones propician sedentarización yanomami, alterando significativamente su 
visión de vida tradicional. Los Yanomami, en la búsqueda de bienes superfluos, 
tienden a concentrarse en los alrededores de las misiones y promueven alianzas con 
otras comunidades para obtener productos manufacturados (Bortoli, 1983). 

• Algunas políticas del Estado, tanto sanitarias como educativas, los desarraigan de 
sus hábitos y costumbres cotidianas. 

La presencia de turistas y la posibilidad de ser utilizados como guías en virtud de 
los conocimientos de la región modifica sus patrones de intercambio y solidaridad. 

• La actividad minera los ha obligado al abandono de áreas tradicionales de asenta­
miento. 

Es necesario entonces de acuerdo con los resultados alcanzados en el "Diag­
nóstico Ambiental del Alto Or inoco" (Cenamb, 1995) , que: 

1. Las misiones, tanto Salesianas como evangélicas, abandonen el Alto Orinoco. 
2. El Estado venezolano minimice su presencia en la frontera con Brasil y soporte su 

actividad de seguridad y defensa en la utilización de tecnologías existentes para 
esto (imágenes de satélite). 

3. Se suspenda la actividad minera, en función de acuerdos entre el Estado venezolano 
y el brasileño, con criterios claros en relación con la necesidad de preservar las 
cabeceras de los ríos, evitar la contaminación de agua que produce esta actividad y 
conservar la vegetación. 

4. Se redefinan las políticas sanitarias y se abandone cualquier actividad educativa que 
modifique la cosmovisión y estructuras sociales del yanomami. 

E S C E N A R I O E V O L U T I V O 

En este escenario hablamos de u n proceso de transformación que ya se ha inicia­
do, que no es posible desconocer, y al cual el yanomami se encuentra abierto. Es 
necesario tener muy claro que este proceso debe ser gradual y debe garantizar la 
calidad de vida del yanomami, adaptadas a su medio, de manera que no se produz­
ca u n rompimiento definitivo con su cultura. 

Es importante la creación de la Reserva de Biosfera (protección del bosque 
h ú m e d o tropical) para el Alto Orinoco; sin embargo, es conveniente recordar que un 
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área protegida per se no garantiza los objetivos anteriormente señalados. Es funda­
mental adelantar el diseño y la ejecución de un plan de manejo para la Reserva de 
Biosfera que se sustente sobre la regulación y usos y controles efectivos para todos 
los agentes sociales con presencia e intereses en ios recursos existentes en el Alto 
Orinoco. Además se deben considerar en este escenario las siguientes acciones: 

• Implementar pohticas sanitarias que permitan la participación del yanomami (como 
enfermero) en el cuidado y el resguardo de sus comunidades, y que a su vez sean 
prácticas compatibles con sus prácticas tradicionales 

• Regular la presencia de las misiones salesianas en el sentido de favorecer sólo aque­
llas misiones orientadas a un proceso educativo que reconozca, valore y comple­
mente los valores culturales del yanomami. 
Restringir el turismo a las poblaciones que se encuentran cerca de la red fluvial con 
un manejo de permiso restrictivo. 

Regular la actividad de organismos con interés en investigación en el área, para 
evitar una presencia permanente. 
Regular la presencia y las actividades de los organismos internacionales, guberna­
mentales y no gubernamentales, puesto que pueden contribuir en la aceleración 
del proceso de aculturación. 
Elaborar políticas y acuerdos entre el Estado venezolano y el Estado brasileño, con 
el objetivo de erradicar la minería existente en el Alto Orinoco. 
Elaborar políticas claras con respecto a las fronteras venezolanas, que contribuyan a 
mejorar las condiciones de los puestos fronterizos ya existentes. El Estado venezola­
no no puede suponer que el yanomami puede convertirse en frontera viva entre 
Venezuela y Brasil. Es conocido por todos que el pueblo yanomami no reconoce 
fronteras geopolíticas entre ambos países. (Cenamb, 1995). 

E S C E N A R I O D E S T R U C T I V O 

Hemos establecido como escenario destructivo la situación que se presentaría en 
un umbral temporal de diez años si no se ejercen controles sobre los diferentes 
procesos de erosión, deforestación y aculturación presentes en este m o m e n t o en el 
Alto Orinoco. 

Podemos señalar entre las consecuencias más graves de esta erosión: 

• La alteración de las condiciones naturales de habitat de las diferentes especies ani­
males, lo cual necesariamente modifica la actividad de cacería y recolección de los 
yanomami. 
En relación con los cursos de agua, la alta sedimentación que se produciría merma­
ría el recurso pesquero, afectado directamente a los yanomami, 

• Se incrementarían los conflictos entre yanomami y garimpeiros en áreas de desen­
volvimiento cotidiano de los yanomami, obligándolos a desplazarse hacia las áreas 
bajas, reforzándose el proceso de aculturación indígena (Cenamb, 1995). 
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CONCLUSIÓN 

Desde una perspectiva "ambientológica", las soluciones del problema del Alto 
Orinoco obligan a trascender las visiones conservacionistas y contaminacionistas 
parciales; se requiere realizar esfuerzos para redefinir el equilibrio de un sistema 
en el cual uno de sus controles fundamentales, la etnia yanomami, está en un 
proceso de transformación en su relación con el medio natural y su cultura, debi­
do a su interacción con otros agentes sociales. 

La redefinición de un nuevo estado de equilibrio sistémico conlleva a ampliar 
los umbrales de tolerancia en función de los cuales la etnia yanomami debería fluc­
tuar entre la conservación de sus hábitos y costumbres tradicionales y la adopción 
modulada de nuevas prácticas, tal como se plantea en el escenario evolutivo. 
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PROCESOS RECIENTES DE GUERRA Y PAZ 

EN LA AMAZONIA COLOMBIANA 

R o b e r t o R a m í r e z Mon teneg ro" 

En el presente trabajo se intenta hacer una aproximación histórica, social y regio­
nal de los procesos recientes de guerra y paz en la Amazonia colombiana; para 
efectos de lo planteado se va a considerar específicamente la región amazónica 
occidental colombiana conformada por los departamentos de Guaviare, Caquetá, 
Putumayo, el suroccidente del departamento de Meta y el suroriente de los depar­
tamentos de Cauca (bota caucana) y Nariño. 

El énfasis en la Amazonia occidental colombiana se justifica por varias razo­
nes: los procesos de colonización y poblamiento han sido intensivos en los últi­
mos 50 años; la proximidad geográfica al centro político y económico andino; la 
especial influencia de los procesos regionales dentro de la creciente agudización y 
violentización del conflicto social colombiano. 

COLONIZACIÓN Y SOCIEDAD 

Etapas de la colonización 

En la Amazonia occidental colombiana se han presentado varias etapas de coloni­
zación reciente, fundamentalmente de carácter "campesino". 

Primera etapa. En los años de 1950 y de 1960, se establecieron diferentes 
corrientes colonizadoras "expulsadas" de la región andina por situaciones como la 
imposibilidad reproductiva del minifundio, la violencia partidista tradicional en 
zonas campesinas, las crisis económicas y sociales urbanas. 

En esta etapa, el proceso de colonización resultaba atractivo por ventajas 
relativas: "refugio" para los desplazados políticos, "oasis" de paz, retorno al cam­
po, existencia de inmensas tierras baldías, prosperidad por bonanzas estacionales 
(maderas, cueros, pieles, animales y productos exóticos) y, en particular hacia el 
Putumayo, por el boom petrolero. 

Los asentamientos se ubicaron principalmente en las cuencas alta y media 
de los ríos Ariari, Güejar, Guayabero, Guaviare, Orteguaza, Pescado, Caguán, 
Guamués, Putumayo, Caquetá, San Miguel, entre otros, y desde estos afluentes 
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fueron enrumbándose por el piedemonte andino-amazónico. En esta etapa, según 
lo planteó Brücher, se dieron procesos lineales y paralelos de colonización por la 
vertiente oriental del piedemonte andino. 

La colonización quedó incluida en la ley 135 de 1961 como complemento 
o sustituto a la reforma agraria, política considerada una "válvula de escape"a los 
conflictos sociales que afectaban el país en ese momento: concentración de la 
propiedad territorial y limitantes a la expansión del empleo urbano (Fajardo: 259). 

Se presentaron dos formas de intervención estatal en la colonización 
amazónica: 

1. Colonización dirigida, con programas en el Retorno (Guaviare) a fines de 
los años de 1960, y en La Mono, Maguaré y Valparaíso (Caquetá) desde 
fines de los años de 1950. 

2. Apoyo a la colonización: los proyectos Caquetá I y II coñnanciados por el 
Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, que constituyeron 
una experiencia "modelo" a replicar en otras zonas de trópico húmedo; y el 
proyecto Putumayo I, financiado con recursos nacionales. El apoyo se diri­
gió a la titulación de tierras, orientación y créditos para la producción, cons­
trucción de infraestructura vial y de atención social, como ejes principales 
de la acción. 

La colonización que no fue dirigida o apoyada por el Estado se realizó de 
manera espontánea por fuera de las zonas cobijadas por la acción gubernamental. 
Es de resaltar que cuando se inició la colonización campesina intensiva en el Caquetá, 
ya estaba conformada y organizada la colonización empresarial, representada por 
la Hacienda Larandia en cercanías a la ciudad de Florencia. 

En el Putumayo, aparte del apoyo a los colonos asentados en torno a la 
carretera Mocoa-Puerto Asís, se produjo una importante oleada colonizadora pro­
vocada por el inicio de la exploración (1959) y la explotación y refinación (1963) 
de petróleo en el área de Orito-Pungo por la compañía Texaco (que al tiempo 
explotaba el norte de la Amazonia ecuatoriana). Cientos de trabajadores que aspi­
raban a ser vinculados en la explotación petrolera originaron una creciente coloni­
zación urbana, como sucedió en Puerto Asís, considerada en 1964 un boom town. 
Por otra parte, con la infraestructura de carreteras se ayudó indirectamente a inten­
sificar la colonización rural (Ramírez, 1998). 

Esta primera etapa de colonización entró en crisis en los años de 1970: el 
escaso y equivocado apoyo gubernamental a la colonización condujeron al paro 
campesino del Caquetá (19 7 2); las continuas fallas institucionales en la compra de 
las cosechas de arroz y maíz generaron el descontento social en el Guaviare (1976); 
la disminución de la explotación petrolera y la fuerte represión a las invasiones 
urbanas contribuyeron al trágico paro cívico realizado en Puerto Asís (1974). 

Segunda etapa. En los años de 1970 y de 1980 predominaron los procesos 
endógenos de colonización de los colonos que se empobrecieron y quebraron en 
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la anterior etapa, pasando a nuevas etapas de colonización, o de parte de las nuevas 
generaciones descendientes de las primeras oleadas de migrantes andinos. 

En 1975 se inició el programa de colonización militar, experimento de 
contrainsurgencia que se desarrolló en la zona de La Tagua-Puerto Leguízamo con 
soldados colonos que se prepararían en la Escuela de Colonización establecida al 
efecto. En 1985 se dio por clausurado el experimento, calificado como un fracaso 
(Valencia, 149). 

Después de 1975 empezó el "boom coquero" en las zonas de avanzada de la 
colonización espontánea (Caguán, 1976; Guaviare, 1978; Guamués, 1985); en el 
Caguán, el Guaviare y la Macarena dicho "boom" estuvo precedido por la bonanza 
de la marihuana. El Putumayo estuvo vinculado de forma temprana al tráfico de 
pasta de cocaína procedente de Perú y Ecuador. 

El cultivo coquero fue inducido por la creciente demanda de cocaína en los 
mercados estadounidenses; el precio de la pasta de cocaína comerciada en los 
poblados de la bonanza coquera llegó a US$ 13.000/kilo en 1979 y US$21.000 en 
1980 (Sinchi, 160), lo que contrasta con el precio actual que bordea los US$800/ 
kilo. 

La bonanza inicial de la producción coquera atrajo un gran flujo poblacional 
hacia las zonas de cultivo; en el caso del Caguán, la mayor parte de los migrantes 
provinieron del mismo Caquetá (Jaramillo: 146-147). Además, se instalaron "com­
plejos" cocaineros controlados por "grupos empresariales" del narcotráfico, como 
fueron los casos deTranquilandia (Caquetá, 1983) y El Azul (Putumayo, 1987). 

La producción coquera tuvo crisis (1982-1983, 1987-1990) originadas en 
la "destorcida" del comercio ilícito con la caída vertiginosa del precio de la pasta, 
a lo que se unió el aumento de precios de los insumos y las continuas operaciones 
militares y de policía para la erradicación forzosa. Así se desataron las llamadas 
migraciones de retorno. El lapso de recuperación del cultivo coquero (1984-1986) 
recuperó las anteriores áreas de cultivos cocaleros y vinculó otras. 

La comercialización de la coca marcó la aparición de caseríos coqueros: 
lugares donde se ubicaban los "traquetos" y "chichipatos"1 que adquirían la pasta 
para los empresarios del narcotráfico, además de convertirse en sitios para la diver­
sión y el esparcimiento de colonos y "raspachines"2. 

Aunque los paros cívicos para exigir servicios públicos fueron frecuentes en 
la región amazónica occidental colombiana durante los años de 1970, a medida 
que la producción coquera se afianzaba se descuidaron los procesos organizativos 
y disminuyeron las movilizaciones. También a comienzos de los años de 1970, 
dentro de la orientación de la Anuc nacional, fueron invadidas algunas haciendas 
en Caquetá y Putumayo. 

Pequeños acopladores de la pasta de coca producida por los campesinos. 
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Tercera etapa. En la última década del pasado siglo y los años iniciales del 
presente ha continuado la colonización de origen endógeno, agudizada con la 
creciente concentración de predios, en parte adquiridos por "empresarios" exitosos 
del narcotráfico. Una característica novedosa es la migración más fluida prove­
niente de los mismos departamentos occidentales de la Amazonia colombiana. 

En esta etapa recobra importancia la migración exógena hacia el piedemonte 
amazónico, sobre todo proveniente del eje cafetero como efecto de la crisis susci­
tada por el rompimiento del Pacto Mundial entre países consumidores y produc­
tores de café (1989). 

Las actuales avanzadas de la colonización se dirigen hacia la planicie 
amazónica, al suroriente, o hacia las zonas cordilleranas altas del noroccidente del 
piedemonte (zonas donde no se puede titular predios). Parte de esta migración se 
ve atraída y favorecida por la puesta en funcionamiento de la carretera Pitalito-
Mocoa en 1991 o por la expectativa de apertura de la nueva vía Suaza-Florencia. 

La aparición de nuevos "complejos industriales" de producción coquera en 
el Guaviare coincidió con los periodos de recuperación del precio (1991-1992 y 
1995-1996). Se presenta una actividad migratoria pendular (retorno a las capita­
les - regreso a los cocales) y se vinculan nuevas áreas a la siembra y procesamiento 
de la hoja de coca. 

En mayo de 1996 los departamentos de la Amazonia occidental fueron de­
clarados "zona especial de orden público", por lo cual se dispuso el control estric­
to de la comercialización de cemento gris y gasolina (insumos para transformar la 
hoja de coca) y el inicio de la fumigación indiscriminada de las plantaciones de 
coca (Valencia, 144). La crisis social desatada en las zonas de cultivos coqueros por 
la política de fumigación masiva adoptada por el gobierno colombiano ante la 
presión de los Estados Unidos fue enfrentada por colonos, campesinos y trabaja­
dores con las reconocidas marchas cocaleras hacia las cabeceras de capitales y mu­
nicipios en Caquetá, Putumayo, Guaviare y Cauca. 

Durante la década de 1990, las áreas de producción coquera de Guaviare, 
Caquetá y Putumayo constituyeron el 80% promedio del área total de esos culti­
vos en Colombia. Pese a diversos tipos de crisis, la producción de pasta de coca 
sigue siendo una actividad variablemente rentable para colonos y campesinos, 
pues constituye una especie de "economía de retaguardia" que les suministra el 
capital que el gobierno y los bancos no les proveen, fundamental para la subsis­
tencia e incluso para financiar las actividades de producción alternativa (Ramírez, 
1998). 

Territorio y población 

La Amazonia occidental colombiana comprende 177.135 kilómetros cuadrados 
(42,9% del total); menos de la mitad de esa superficie ha sido intervenida por los 
diferentes procesos y formas de la colonización, que cubren casi la totalidad del 
piedemonte y avanza hacia la planicie oriental y las alturas cordilleranas. 
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Dado que la Amazonia colombiana fue declarada reserva forestal en 1959, 
los procesos de titulación de predios a colonos y campesinos se han hecho me­
diante levantamientos parciales de la figura legal de reserva forestal: Caquetá (1963), 
Putumayo (1964), Guaviare (1971, 1987), Caguán (1986). 

La población de la Amazonia occidental creció notoriamente en el periodo 
intercensal 1963-1985, cuando aumentó por lo menos diez veces el tamaño 
poblacional. La densidad media se calculaba en 2.5 habitantes por kilómetro cua­
drado, aunque en Caquetá llegaba a 4.2 habitantes por kilómetro cuadrado 
(Domínguez, 1990: 18). La conformación urbana de las capitales es hipertrófica: 
lugar de paso hacia los frentes de colonización, desarrollo comercial dependiente 
(oviamente), mínima producción manufacturera, mínima infraestructura social y de 
servicios, concentración de la administración estatal. 

Economía y sociedad 

Tras cuarenta años de colonización se presenta un cuadro de crisis social y produc­
tiva en los departamentos de Caquetá, Guaviare y Putumayo: por una parte, la baja 
capacidad natural de los suelos amazónicos resta sostenibilidad a la producción 
agropecuaria, en especial a la de carácter campesino; por la otra, la colonización 
no ha conducido a la democratización de la estructura de propiedad de la tierra ni 
a la recomposición social de gran parte de los colonos que llegaron empobrecidos. 

El cuadro de concentración de la propiedad rural en la Amazonia occidental 
colombiana se va afianzando: en 19 8 5, el 1 % de propietarios controlaba el 2 5 % de 
la propiedad rural en Caquetá en predios mayores de 500 hectáreas. En 1992, el 
0,1% de propietarios en el Putumayo controlaba casi el 20% de la propiedad rural 
registrada; los predios mayores de 100 hectáreas constituían el 1,1% del total y 
englobaban el 33,1% de las tierras. En 1995, el 13,6% de predios mayores de 200 
hectáreas en el Guaviare ocupaban más de la mitad de la superficie apropiada, y en 
San José del Guaviare menos del 3% de los predios ocupaban el 29,5% de las 
tierras. 

Domínguez afirma que la colonización de la Amazonia se ha convertido en 
una "veta" para la especulación con la tierra; además señala que, en el caso del 
Caquetá, la dicotomía latifundio- minifundio "se organizó rápidamente" (1987: 
272-275). 

En los años de 1990 se acentuó esa concentración de propiedad de tierras 
por la "contrarreforma" agraria realizada por exitosos empresarios del narcotráfico. 
Según antiguos colonos, en los años de 1960 existían 17 veredas sobre la carretera 
Florencia-Morelia; actualmente sólo queda una vereda aislada y empobrecida, ro­
deada de una famosa narcohacienda. 

En el Putumayo es notorio este tipo de propiedades, en especial sobre la 
carretera Villa Garzón-Puerto Asís-Orito, lo que contrasta con la aparición del 
microminifundio en el Valle de Sibundoy, que afecta en especial a los indígenas 
campesinizados por los misioneros (Ramírez, 1998). 
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La ganadería extensiva orientada al mercado nacional es la principal actividad 
productiva licita consolidada en la Amazonia occidental colombiana: el Caquetá, 
convertido en uno de los principales productores ganaderos del país, abastece mer­
cados del occidente colombiano. Desde 1985 esta actividad se ha visto reforzada con 
la vinculación de la multinacional Nesüé (monopsonio que adquiere más de 100.000 
litros diarios de leche). En el valle de Sibundoy (alto Putumayo) se ha consolidado 
una importante producción lechera (45.000 litros diarios) que se mercadea en los 
departamentos de Cauca y Caldas. El eje San José-Calamar es considerado la zona de 
consolidación de la ganadería extensiva en el Guaviare. Sin embargo, hay que recor­
dar que la ganadería es una fuente de baja generación de empleo. 

La tendencia a la concentración de la propiedad del ganado llega a ser más 
importante que la concentración de la propiedad de la tierra. Se impone el modelo 
productivo de ganadería "al partir" (que se puede asimilar como una forma pro­
ductiva precapitalista) que se aprovecha del avance de la praderización de los pe­
queños predios de colonos y campesinos descapitalizados, a quienes se les impo­
sibilita obtener y trabajar ganado propio. 

El paradigma de la colonización empresarial y de la gran propiedad ganade­
ra en la Amazonia occidental colombiana lo ha constituido la hacienda Larandia, 
"hito en este acontecer colonizador" según lo expresó Jaramillo (1989: 11-12). La 
hacienda, que llegó a englobar 38.000 hectáreas, era propiedad de la empresa 
Leónidas Lara e Hijos, propietarios a la vez de otros predios en el Caquetá, como 
Las Mercedes (3.000 ha) en el valle alto-andino de Balsillas, El Recreo (de 10.000 
a 15.000 ha) en los llanos delYarí, y Raicero (800 ha), hoy zona urbana de Florencia. 

La producción bovina estaba a cargo de la Compañía Ganadera Limitada, de 
la cual la primera poseía el 77% de las acciones. Entre 1930y 1980 consolidó una 
producción ganadera extensiva de gran capacidad productiva (más de 50.000 ca­
bezas de ganado) con altas inversiones y adelantos tecnológicos. Esta familia em­
presarial estaba vinculada previamente al comercio de importación de automóvi­
les, maquinaria y herramienta agrícola, a la producción agroindustrial, a la activi­
dad del transporte terrestre y aéreo, y a la hotelería, entre otros ramos, en diversas 
zonas del país (Ramírez, 1986). 

La actividad petrolera en el Putumayo tuvo un primer período de intensa 
extracción: entre 1963 y 1970 Texaco extrajo más de 143 millones de barriles, un 
promedio de 50.000 barriles por día; en 1980 revirtió la concesión a Ecopetrol, 
cuando la extracción era menor de 20.000 barriles por día. Actualmente hay nume­
rosas exploraciones de la petrolera estatal y algunas asociadas que extraen alrededor 
de 15.000 barriles al día, por lo que han disminuido los empleos estacionales: con­
tratos temporales popularmente llamados "veintiochos" (Ramírez, 1998: 86-87). 

Estado y participación social 

La organización estatal ha sido débil, escasa, reactiva, con una gran presencia del 
componente policivo, militar y judicial; además ha tenido contradicciones legales 
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inherentes (constitución de la reserva forestal amazónica y políticas de fomento y 
apoyo a la colonización) y se ha caracterizado por la precariedad institucional para 
consolidar el proceso de reorganización social y económica, así como por la con­
centración de la actividad institucional en las capitales departamentales. 

Algunas políticas locales han generado mayores problemas que soluciones: 
en los años de 1960 el gobierno de Putumayo incentivó la "cañización" para ga­
rantizar el abastecimiento de la industria licorera departamental, la cual finalmen­
te fue clausurada como efecto de la apertura económica de los años de 1990. 

La corrupción en obras y contratos ha sido algo "normal" en la vida regio­
nal; es notoria la operada en el destino de las regalías en el Putumayo. 

La conformación política regional, predominantemente bipartidista y 
clientelar, sólo satisface parcialmente algunas necesidades locales, y genera el 
empoderamiento de algunas familias alrededor de las formaciones políticas tradi­
cionales, fenómeno acentuado con la descentralización política después de 1986. 

Cuando se presentaron alternativas políticas por fuera del bipartidismo, como 
la Unión Patriótica y los Movimientos Cívicos, éstas fueron arrinconadas, extermi­
nadas o cooptadas. En los años de 1970 se produjeron numerosas movilizaciones 
campesinas y cívicas cuya solución fue una combinación de represión y 
"mamagallismo", al firmar acuerdos que nunca se concretaron en los planes y 
programas de desarrollo locales. 

L A GUERRA EN LA AMAZONIA OCCIDENTAL 

Las anteriores tendencias: crisis de la colonización, concentración de la propiedad 
de la tierra y del ganado, baja generación de empleo permanente, temporalidad en 
el empleo petrolero, rezago de la acción reactiva del Estado en la región, exclusión 
de las alternativas políticas al bipartidismo clientelista, respuesta negativa real de 
los diferentes gobiernos a los acuerdos con los movimientos sociales, entre otras, 
están tras de la adopción del cultivo coquero por los colonos de las puntas de 
colonización y conforman un cuadro de exclusión social que fortalece la forma­
ción insurgente. 

Esta hipótesis permite comprender que la "guerra", entendida como agudi­
zación violenta del conflicto social, no sólo es fruto de la importancia estratégica 
militar de la geografía amazónica, sino del crecimiento del descontento social, y 
del movimiento guerrillero como expresión radical de ese descontento. 

Conflicto social y violencia recientes 

El proceso de aparición de la "guerra" en la Amazonia no ha sido homogéneo ni 
generalizado: es diciente que en el departamento del Caquetá y el suroccidente del 
departamento del Meta hubo aparición y conformación temprana de movimien­
tos insurgentes con carácter de autodefensas populares (años de 1950); en el de­
partamento de Guaviare, el movimiento guerrillero propiamente se extiende en 
los años de 1970 mientras eme en el Putumayo sur^e a fines de esa misma década. 
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La llegada de la "guerra" a la Amazonia se asocia a la movilización campesi­
na plasmada en las "columnas de marcha" provenientes del suroriente del Tolima 
(1955), zona en la que desde el año 1947 las organizaciones campesinas se habían 
constituido como autodefensas populares para enfrentar la creciente violencia es­
tatal (Arenas: 75). 

Cuando el movimiento campesino de autodefensa se retiró del municipio 
de Villarrica en el Tolima, decidió seguir la lucha en el páramo de Sumapaz y en las 
selvas de El Pato y Guayabero, donde se instalaron las columnas, procedieron a 
sembrar algunos cultivos y conformaron movimientos agrarios y de autodefensa 
popular (Pizarro: 128). 

En dichas zonas encontraron destacamentos armados liberales, comanda­
dos por Óscar Reyes en El Pato y Dúmar Aljure en Guayabero, que tras la pacifica­
ción de 1953-1954 fundaron algunos asentamientos y "comisionaron" en las ve­
redas vecinas. Las columnas comunistas lograron subordinarlos o expulsarlos 
(González, 1998; 27). 

Además existían asentamientos colonizadores establecidos desde los años 
de 1930; en el caso de El Pato, los colonos pagaban servidumbres a los hacendados 
de la zona de Balsillas, negociaban con ellos las cosechas y, además, varios tenían 
créditos con la Caja Agraria (González, 1992: 91-93 y 104-105). 

La pregunta que surge es si la presencia de las columnas de marcha en esas 
zonas de la vertiente oriental andina corresponde a un refugio táctico temporal o 
desde ese momento hay una definición estratégica insurgente. 

Al estudiar el movimiento agrario de El Pato, Pizarro caracterizó la estructu­
ra democrático comunitaria existente en la zona, conformada por un presidente, 
un parcelador de tierras, un secretario de información y un consejo de represen­
tantes veredales; se impulsaba la formación de cooperativas, la construcción de 
escuelas, la adquisición de máquinas de coser, la instalación de trapiches, la dota­
ción de bibliotecas públicas, la realización de cursos de alfabetización y de educa­
ción política (169-171). 

Estas zonas de autodefensa popular y movimiento agrario orientadas por el 
Partido Comunista fueron catalogadas en el Parlamento colombiano como "repú­
blicas independientes", por lo cual se exigió al gobierno colombiano acometer un 
plan de acción inmediato para someterlas a la legalidad nacional vigente. 

Al tiempo que se descalificaban estas zonas, en el Caquetá se manifestaban 
formas de bandidismo social: en 1965 ocurre el secuestro y asesinato de uno de 
los propietarios y socios de Larandia, por parte de trabajadores de la hacienda, de 
lo cual se culpó al movimiento de autodefensa de El Pato. No sobra recordar que el 
descontento de los trabajadores con la empresa ganadera latifundista ya se había 
expresado desde 1960 cuando se produjo la huelga en Larandia, la cual se exten­
dió a todas las compañías de la familia empresarial en el país. 

Dentro de las políticas de contrainsurgencia orientadas por el gobierno de 
Estados Unidos a raíz de la revolución cubana y el aumento de las guerrillas en 
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América Latina, se diseñó el Plan LASO para enfrentar la amenaza comunista inter­
nacional y, en particular, "las comunidades de autodefensa" en Colombia (Petras, 
157). 

En el marco de ese plan militar, en el primer semestre de 1965 se produce la 
ocupación de las zonas de El Pato y Guayabero por las fuerzas militares colombia­
nas, generando un éxodo desorganizado; cientos de familias huyeron preferente­
mente hacia zonas selváticas, en lo que se llamó la Marcha Negra o Marcha de la 
Muerte (Arango: 162). Algunos colonos expulsados de El Pato se establecieron en 
el medio y bajo Caguán, donde irían a tener gran influencia en los procesos de 
colonización y de organización social (Jaramillo: 54-56). 

Las organizaciones de autodefensa formadas en El Pato y Guayabero, des­
pués de los operativos militares del Plan LASO, contribuyeron a la formación del 
Bloque sur en 1965 y del movimiento guerrillero Farc en 1966. En la zona de El 
Pato-Guayabero operó uno de los destacamentos determinados en la conferencia 
constitutiva de las Farc, el cual reorganizó el trabajo político-militar en la zona, por 
lo que "el movimiento creció en todo sentido", mientras que en otras zonas del 
país era casi aniquilado (Arenas: 90). 

Las Farc han ido ampliando y expandiendo sus bloques, frentes y acciones 
militares por las franjas cordillerana y piedemontana, y hacia la planicie amazónica. 
Actualmente hace presencia en toda la Amazonia colombiana y controlan tempo­
ralmente algunos sitios estratégicos en las fronteras. 

Según lo informó la prensa nacional, las primeras acciones públicas de las 
Farc en la Amazonia occidental, en los años de 1970, concitaban los "aplausos 
aldeanos rurales". La toma de Puerto Rico (1974) por las Farc llevó a que el Caquetá 
empezara a ser considerado en algunos medios como "elVietnam de Suramérica" 
(Valencia: 131). 

Después de 1980 las Fuerzas Militares han realizado numerosos operativos 
de ocupación y control en diferentes partes de la región amazónica occidental, con 
sugestivos nombres como Exterminio, Rastrillo, Alfa Justiciero, entre otros; sin 
embargo los resultados han sido limitados en términos de neutralizar o eliminar la 
insurgencia guerrillera. 

En la década de 1990, las Farc realizaron operativos contra puestos militares 
y de policía, torres de comunicaciones militares, caravanas militares, lo mismo 
que operaciones de confrontación directa contra compañías y batallones militares. 
Especial mención se podría hacer del ataque a la base militar de Las Delicias en 
1996, que según la organización guerrillera se hizo en respaldo a las marchas 
cocaleras. 

La propuesta política de las Farc, el partido Unión Patriótica, conformado 
en marzo de 1985, logró importantes resultados en los comicios legislativos de 
1986; sin embargo, el escenario político del Caquetá se enrareció con la muerte de 
activistas y dirigentes, la amenaza de toma militar de la zona del Caguán, las medi­
das restrictivas a coionos y pouiau.ores, jas continuas escaramuzas guerrilla-ejercí-

6n 



Roberto Ramírez Montenegro 

to y, finalmente, la emboscada al convoy del Ejército en Puerto Rico (Caquetá), lo 
que llevó al gobierno de Virgilio Barco a declarar la ruptura de la tregua con las 
Farc (Jaramillo: 215-218). 

El fracaso de los procesos de negociación en búsqueda de la paz ha servido 
para agudizar la confrontación militar, originándose nuevas acciones militares y 
exigencias políticas de las Farc, como la prohibición de participar en elecciones en 
los años de 1990 y, la más reciente, exigencia de renuncia a los gobernantes y 
legisladores municipales y departamentales. 

Otras insurgencias 

La conformación o presencia de otros movimientos guerrilleros rurales en la geo­
grafía amazónica, en los espacios poco influidos por las Farc, amplió los escena­
rios de confrontación. 

El M-19 operó en la llamada Costa Azul o región andaquí del Caquetá (al sur de 
Florencia), la bota caucana y el medio Putumayo desde 1978 para apoyar el trabajo 
político-militar urbano. Se destacó por las tomas de ciudades como Florencia (1984) 
y Mocoa (19 81), y de otras cabeceras municipales del Caquetá y Putumayo, y por el 
acuatizaje de un avión en el río Orteguaza con miles de armas. La operación militar 
rural del M-19 desató la llamada "Guerra del Caquetá" (1978-1982) que produjo 
más de mil muertes, cientos de desaparecidos, represión indiscriminada a los sindi­
catos y las surgientes organizaciones campesinas, en especial con el asesinato de sus 
líderes. La migración obligada por esta guerra fue el fundamento de la invasión 
urbana denominada Malvinas (1982) en Florencia. 
Columnas del EPL, que operaron en el bajo Putumayo desde 1979 fueron diezma­
das por la acción de los grupos paramilitares de El Azul entre 1987 y 1990; final­
mente se acogieron a un proceso de paz a fines de 1990 (Comisión; 44-55). 

Después de la desmovilización de los movimientos guerrilleros M-19 y EPL, 
las zonas en que estos grupos habían actuado fueron "ocupadas" por nuevos fren­
tes de las Farc. 

La respuesta del Estado 

El surgimiento de los movimientos guerrilleros en la región amazónica y, en espe­
cial, la consolidación de las Farc, llevaron a una creciente militarización plasmada 
en la conformación de brigadas propias para los departamentos del Caquetá (1982) 
y el Putumayo (1994). Como en otros casos, con posterioridad a los operativos de 
las fuerzas militares, éstas han sido acusadas de actuaciones ilegales, excesos y 
abusos, falsos señalamientos y maltratos a los pobladores, hurtos, detenciones irre­
gulares, amenazas y torturas, limpieza social, desapariciones y asesinatos, bombar­
deos y ametrallamientos indiscriminados (Ramírez, 1998: 109). 
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Como parte de la acción militar, en el Caquetá se ha producido la injerencia 
en las políticas institucionales; este fue el caso del Plan Andes, que orientaba la 
adjudicación de tierras por el Incora en las zonas de influencia guerrillera (Valen­
cia: 13 7). 

Paramil i tar ismo 

Este fenómeno fue auspiciado por la existencia de grandes centros de procesa­
miento de cocaína al norte del Caquetá (Tranquilandia) y al sur del Putumayo (El 
Azul), donde se organizaron los grupos de protección a las instalaciones que des­
pués recibieron adiestramiento de los mercenarios israelíes. 

El primer enfrentamiento notorio entre paramilitares y las Farc sucedió en 
1984 cuando se rompió un presunto acuerdo entre los "carteles" del narcotráfico 
y las fuerzas insurgentes; los paramilitares fueron, al parecer, apoyados por las 
fuerzas militares, produciéndose el primer bombardeo masivo contemporáneo en 
la llamada guerra delYarí. 

Los primeros grupos paramilitares del Caquetá y Putumayo, organizados 
por los "empresarios del narcotráfico", fueron diezmados por las Farc entre 1990-
1991. Ante la comisión de fechorías por algunos paramilitares que huyeron, se 
dieron importantes movilizaciones de rechazo en el bajo Putumayo (Valencia: 144; 
Comisión: 49). 

La reorganización paramilitar en la Amazonia occidental colombiana ocurre 
con posterioridad a las marchas cocaleras de 1996, con el fin de asesinar activistas 
y dirigentes campesinos en extensas regiones (Petras: 167); ahora los paramilitares 
hacen la "guerra sucia" en el manejo represivo del conflicto social colombiano, 
justificándose como una supuesta "respuesta de la sociedad a la guerrilla" (Caicedo: 
193). 

La característica de su accionar es la concentración de efectivos en los cascos 
urbanos de los municipios de Putumayo y Caquetá (con excepción de las capita­
les) donde actúan libre y abiertamente, imponiendo normas de conducta, exi­
giendo contribuciones a los pobladores, expulsando a quienes pongan en duda su 
autoridad o asesinando a quienes consideren "objetivos militares". Solo bastaría 
recordar las matanzas de Mapiripán y La Hormiga. 

En los dos últimos años las Farc han atacado repetidamente las agrupaciones 
paramilitares en diversos municipios del Caquetá y Putumayo, han impulsado "paros 
armados" en rechazo a la creciente paramilitarización de la región e incluso han 
evitado la realización de nuevas matanzas, como sucedió en el Guaviare con el 
traslado masivo de la población de Puerto Al vira. 

AMAZONIA COLOMBIANA: LABORATORIO DE LA PAZ 

Desde 1957 se pueden rastrear los primeros intentos por avanzar hacia la pacifica­
ción de las zonas andino-amazónicas del suroriente del país: en ese año, las forma-
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dones de autodefensa de las zonas de El Pato y Guayabero habían logrado entendi­
miento con dirigentes políticos regionales alrededor de la disminución de los 
operativos y las restricciones militares, la amnistía a guerrilleros, programas de 
rehabilitación social en las zonas influidas por el movimiento agrario de autodefensa 
y conversión de los insurgentes en productores agropecuarios (González: 58-59). 

A raíz de las nuevas condiciones políticas creadas por el Frente Nacional, en 
1958 el gobierno nacional conformó las Comisiones Especiales de Rehabilitación 
para los departamentos del Huila y el Tolima, encargadas de estudiar la situación 
de las zonas de El Pato y Guayabero, respectivamente. Representantes de las Juntas 
de Unión Campesina participaron en dichas comisiones para discutir algunos pro­
gramas de rehabilitación social como créditos productivos, canales de mercadeo, 
cooperativas, escuelas y vías (González, 1992: 60-66). 

Por su parte, las uniones sindicales de los colonos organizaron la distribu­
ción de parcelas a los nuevos colonos, el pago de mejoras a los colonos que no 
retornaron, el arreglo de caminos y la construcción de escuelas (Pizarro: 161-
162). Con el inicio del Plan LASO se puso fin al trabajo de dichas comisiones 
gubernamentales. Después de estas frustradas gestiones, la "búsqueda de la paz" 
en la Amazonia, en el sentido de trabajar por la solución política negociada a la 
creciente violentización del conflicto social nacional y regional, ha tenido dos 
momentos notorios e importantes. 

El primer momento de búsqueda de la paz comenzó con la acción 
institucional del gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) para iniciar dife­
rentes procesos con cada una de las organizaciones guerrilleras. 

El proceso con las Farc se inicia en marzo de 1984 con la firma del Acuerdo 
de Uribe, que convino el cese del fuego con ese grupo guerrillero. 

En desarrollo de este acuerdo, ei Caquetá se convirtió en "laboratorio de 
paz" puesto que se propuso y ejecutó parcialmente un plan especial de rehabilita­
ción social y económica en la zona del Caguán: levantamiento de la reserva forestal 
(360.000 ha) para realizar un programa de colonización especial mediante un 
convenio administrativo Inderena-Incora-Comité de Colonización del Caguán, con 
la participación comunitaria en el manejo sostenido de los recursos naturales de la 
zona mediante modelos autogestionartios y comunales. Las organizaciones socia­
les de la zona propusieron experimentar en la producción ganadera intensiva de 
campesinos y colonos, con modelos productivos compatibles con la conservación 
de los recursos naturales; para ello coincidieron en adoptar la prohibición de titu­
lar predios mayores a 200 ha en la zona (Jaramillo: 187-190). Esta constituyó la 
primera ocasión en que se estableció un acuerdo entre el gobierno nacional y las 
comunidades cocal eras para lograr sin fumigaciones la sustitución de esos cultivos 
y promover alternativas productivas. 

Se creó un Comité de Investigación y Transferencia tecnológica para apoyar 
los proyectos que se llevaban a cabo en el Caguán, constituido por delegados de 
diferentes entidades públicas (Incora, Inderena, Colciencias, Idema, DNP, Sena, 
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ICBF, ICA, Caja Agraria, Universidad Nacional de Colombia y Universidad de la 
Amazonia), representantes de organizaciones gremiales (Fenalce), de las organi­
zaciones comunitarias (Comité de Colonización, asociaciones y juntas comunales) 
y de los frentes zonales de las Farc. Este comité desarrolló una intensa actividad 
calificada como "una buena experiencia de articulación interinstitucional que pro­
pició la acción concertada con la comunidad" (Valencia: 149). 

El plan especial entró en crisis por diversos factores: paulatina ausencia de 
las instituciones estatales por la incapacidad para apoyar y sostener los proyectos 
respectivos; crisis del mercado coquero por la baja de precios y el encarecimiento 
de los insumos desde 1986; divisiones internas de las organizaciones comunita­
rias acentuada por la acción lenta o la inacción del Estado en lo ya convenido; 
fuertes cuestionamientos de diversos sectores políticos (en especial del liberalis­
mo regional), militares, eclesiásticos y de los medios de comunicación a los pro­
cesos que se daban en el Caguán (Jaramillo: 116 y 209-214). La adopción del 
modelo experimentado en la zona del Caguán fue propuesta por la comunidad del 
Guaviare en las movilizaciones sociales de 1987. 

En este primer momento de la paz se inició otro proceso con el movimiento 
M-19, con desmovilización, amnistía y reinserción, que tuvo especial significa­
ción en el Caquetá. La ley 35 de 1982, por la cual se concedía la amnistía a los 
guerrilleros que se desmovilizaran, creó un "clima" diferente para discutir los 
problemas sociales y se complementó con una serie de decretos orientados a crear 
los medios de ayuda del Estado a los [ex] combatientes y habitantes de las regiones 
afectadas por la violencia, para realizar obras y apoyar los nuevos esfuerzos de la 
comunidad (Arenas: 20 y 23). Se realizaron programas de empresas comunitarias 
y parcelaciones en Florencia (en predios adquiridos por el Estado en la conocida 
Hacienda Larandia) y en Sólita, los cuales se acompañaron de créditos y asistencia 
técnica productiva. 

En el mismo gobierno se inició la negociación con el EPL, interrumpida por 
el asesinato de algunos de los líderes que participaban en los diálogos, y que cul­
minó con la desmovilización durante el gobierno de Virgilio Barco en marzo de 
1991, lo cual tuvo repercusión particular en el Putumayo (Comisión: 100-104). 

El segundo momento de búsqueda de la paz se concreta cuando el gobierno 
de Andrés Pastrana (1998-2002) inició la mesa de negociación con las Farc, con 
una agenda común definida previamente, en una zona de distensión que involucró 
el área noroccidental amazónica. 

La entrega de los soldados retenidos en el ataque a la base de Las Delicias, 
realizada en Cartagena del Chaira en 1997, abrió las puertas para la búsqueda de 
una salida negociada al conflicto social y violento, y sensibilizó a amplios sectores 
sociales por establecer los diálogos de paz (Valencia: 149). 

La mesa de negociación Farc-Gobierno nacional estableció el mecanismo 
de mesas temáticas y audiencias públicas para discutir los temas de la agenda co­
mún y proponer las respectivas reformas. Esta metodología involucró sectores so-
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cíales, gremiales, sindicales, de derechos humanos, ambientalistas, culturales, pero 
estuvo sometida a los vaivenes de acciones y acusaciones entre las partes, que 
dilataron y entorpecieron el desarrollo del proceso. 

Para los municipios involucrados en la zona de distensión, el gobierno na­
cional emprendió algunas iniciativas y propuestas puntuales sin la planificación de 
desarrollo socio-económico local y sin la participación social que había caracteri­
zado el experimento del Caguán. De parte de la guerrilla se trabajó en la organiza­
ción y orientación de los pobladores en aras de resolver necesidades locales 
(pavimentación de calles en las cabeceras, construcción de carreteables y puentes 
de madera en las zonas rurales) y establecer formas de aplicación de justicia que 
pueden ser entendidas como pluralismo jurídico (caso del poblador rural que dio 
muerte a un vecino, condenado a un año de trabajo obligatorio en las carreteras 
comunales y al pago de por vida del salario mínimo mensual a la viuda). 

La ruptura del proceso de búsqueda de la paz, casi al final de la administra­
ción Pastrana (febrero 2002), generó una serie de "respuestas" militares de las 
Farc, que están concitando ahora los "rechazos cosmopolitas urbanos" a las fuer­
zas insurgentes. 

Reclamos sociales por la paz 

Entre estos dos momentos de la dinámica institucional de búsqueda de la paz 
(1987-1998), ha sido importante la movilización social de los sectores organiza­
dos de colonos, campesinos y pobladores del Caquetá, Guaviare y Putumayo, que 
en las marchas y tomas de las cabeceras municipales y capitales departamentales, al 
tiempo que exigían o rechazaban algunas políticas específicas (como fueron las 
pretensiones fundamentales de las movilizaciones de los años de 1970), plantea­
ban exigencias de iniciación, reiniciación o continuación de los diálogos y nego­
ciaciones de paz entre el gobierno nacional y las fuerzas insurgentes, reclamando 
la desmilitarización de algunas zonas, planes alternativos a la producción coquera 
y el derecho a la vida con plenas garantías del Estado. En el Putumayo se destacó la 
incidencia de la iglesia católica en la organización y el desarrollo de varias de estas 
movilizaciones. 

Los frustrados anhelos iniciales de paz de sectores de colonos y campesinos 
se han vuelto más amplios y de mayor realce pues, en los últimos años del pasado 
siglo, un mayor número de sectores sociales ha planteado exigencias, en este caso 
fundamentalmente urbanos, como la realización de la Marcha nacional por la paz 
y el voto por la paz en 1998. 

L A PAZ ROTA Y LA GUERRA PERFECTA 

La Amazonia occidental colombiana ha pasado a ser una zona representativa en la 
lucha globalizada y localizada contra los cultivos cocaleros y su articulación fun­
cional con los grupos insurgentes. Así ha dejado de ser el escenario principal de la 
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